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Palacio Nacional  Cali Colombia
SALA CIVIL
ACCION POPULAR

Derechos de los consumidores y usuarios

Derecho a la moralidad administrativa se refiere al ejercicio de la función administrativa y a las finalidades propias del cumplimiento de las funciones públicas.
Valor superior al señalado en el tiquete  al cobro de pasajes en vehículos de transporte terrestre público de pasajeros.

El derecho de los consumidores es una de las facetas del derecho a la libertad económica (arts. 333,334 CN) la cual está protegida constitucionalmente, no solo a favor de los agentes económicos sino también a favor del consumidor (art. 78 ibídem), que  tiene en las acciones populares un mecanismo colectivo para su defensa. 

De manera que cuando se ejercita esta acción, corresponde al juez determinar de conformidad con las disposiciones aplicables al caso, que entratándose de usuarios del servicio público de transporte serán las establecidas en el Estatuto de Protección del Consumidor (Decreto 3466 de 1982) porque no tienen régimen especial como sucede con los servicios públicos domiciliarios (ley 142 de 1994), si dichos derechos están siendo desconocidos.- 

Conforme a lo expuesto  hasta aquí la vulneración de los derechos de los usuarios por la entidad accionada que alega el actor no se ha demostrado pues la conducta que se le imputa a aquella  relativa al cobro de un exceso de $100 para seguro de pasajeros en la tarifa del servicio de transporte ya relacionado respecto a la  tarifa expresada en el tiquete, tiene respaldo, en la libertad tarifaria determinada por el Gobierno a través del Ministerio de Transporte que solo estableció tarifas mínimas, y en la estructura de costos que permite tener en cuenta entre ellos el seguro de pasajeros, que es hoy de responsabilidad civil contractual y extracontractual.-  

Así las cosas, las peticiones de esta demanda de acción popular no estaban llamadas a prosperar y las excepciones propuestas y enunciadas por el juez de primera instancia  debían declararse probadas  pues los hechos que las sustentan  lo están según lo expresado hasta aquí, más aún si resaltamos el carácter restitutorio y no reparatorio que tiene  dicho mecanismo, en este caso en el que lo pedido no fue el restablecimiento del uso y goce de los derechos colectivos sino el pago de lo cancelado de más por los usuarios del servicio.

Fecha: 17 03 09

Rad. 06 2006 0298 01

Acta 16

Proceso: Acción Popular

Problema: Si el cobro de la empresa transportadora accionada de cien pesos por encima de la tarifa fijada en el billete de viaje de la ruta de transporte terrestre automotor por carretera, implica la vulneración de los derechos a la moralidad administrativa y de los usuarios. 

Decisión de primera instancia: Declaró probadas las excepciones formuladas por la accionada denominadas inexistencia de un derecho colectivo vulnerado.

Decisión de segunda instancia: Confirma.

MP. Ana Luz Escobar Lozano
=====0=====
ACCION POPULAR

Derechos de los consumidores y usuarios

Requisitos que deben cumplir las etiquetas de los envases de alimentos para consumo humano.
La carga de la prueba corresponde al demandante.
En este caso, no hay prueba de que la falencia en la etiqueta, viole de manera flagrante los derechos colectivos señalados en el artículo 4, literal (n), de la Ley 472 de 1998, y del plenario no se evidencia de que los consumidores del producto se vean coercionados a adquirirlo  y que les pueda producir daños en su salud, hecho este último que en caso de encontrarse debidamente probado dentro de la presente acción, sí produciría una vulneración a los derechos colectivos invocados. Además tampoco se evidencia que el nombre del alimento genere un engaño en el comprador, en la medida en que se esta identificando correctamente la naturaleza del producto, pues en la parte de la etiqueta donde se menciona el listado de ingredientes se indica que tiene saborizante artificial. Existiría engaño, y por lo tanto lesión a los derechos colectivos, si la naturaleza del producto o de algunos de sus componentes fuese diferente, lo cual no acontece con el caso en estudio.
  

En consecuencia los demandantes, no cumplieron con la carga de probar que se lesionó el anterior bien de la comunidad en general. Según lo considerado, ha de confirmarse la decisión apelada.

Fecha: 11 02 09

Rad. 09 2007 00297 01

Acta 5

Proceso: Acción Popular

Hecho: Etiqueta de producto tiene ilustraciones de frutas cuando su sabor es artificial.

Pretensión: Rótulo sea corregido.

Decisión de primera instancia: Declaró probada la excepción nominada “inexistencia de un derecho colectivo”. Información dada a los consumidores del producto es veraz y no lesiona los derechos de los consumidores.

Decisión de segunda instancia: Confirma

MP. César Evaristo León Vergara.

.

=====0=====
CONTRATO DE ARRENDAMIENTO 
Contrato de transporte
En materia probatoria, en lo referente al perfeccionamiento y prueba del contrato de transporte , el legislador ha previsto que el “contrato de transporte se perfeccionará por el sólo acuerdo de las partes “ y su demostración se hará “conforme a las reglas legales “(art.981 del C. de Co).

Por tal virtud , en tratándose de la celebración de un contrato de transporte terrestre de cosas , su perfeccionamiento sólo exige el concierto de voluntades y su prueba puede hacerse por cualquiera de los medios legales establecidos en el Código de Procedimiento Civil , máxime cuando no se expide carta de porte , pues cuando ocurre lo contrario tal documento facilita la prueba , como quiera que hace fe de la celebración del contrato , de sus condiciones del recibo de la mercancía , del peso , cantidad , volumen , dimensión y embalaje de la misma , así como del número de bultos “(artículo 1021 del C. de Co. ), o factura cambiaria de transporte ( Art. 776 Ibídem ).

Ahora bien, si se ha expedido, con motivo del contrato de transporte un documento que no reúne las exigencias legales de carta de porte o factura cambiaria de transporte, si bien en tal caso no tiene la eficacia de título valor, ello no es óbice para que eventualmente puede servir como documento probatorio del contrato, o como elemento o medio corroborante de otras pruebas, con las cuales, examinadas en conjunto, pueda establecerse la existencia del mencionado contrato de transporte.

Debe concluirse que no se demostraron todos los elementos esenciales para que aflore al ordenamiento jurídico, la existencia de un contrato de transporte que vincule a la  demandada con la accionante, y esto resulta motivo más que suficiente, ante la ausencia de otras pruebas que apunten a la demostración del mismo hecho, para desestimar las pretensiones de la demanda, pues a través de esta se pretenden extender las obligaciones de contratante.  

Aunque lo anterior sería completo, no sería suficiente, sin precisar que aún en la hipótesis de haberse precisado las cosas que serían objeto del desplazamiento dentro del Ingenio demandado y el flete pactado por la conducción, esto no sería suficiente para tener la certeza de encontrarnos en presencia de un contrato de transporte, en la medida que para que el desplazamiento genere el contrato en estudio, resulta indispensable que el mismo sea objeto principal del contrato.

Dentro de las circunstancias en que se presentó el desplazamiento de las estructuras y vigas dentro del Ingenio, ese no era el principal objeto del contrato como sí lo era el montaje de aquellos bienes.

La explotación del Transporte automotor de carga en todas sus manifestaciones, no era el único objeto de la sociedad demandante, según se dejó sentado en el certificado de existencia y representación adjuntado a la demanda.  

Fecha: 21 01 09 

Rad. 007-2006-00161-01

Acta 2 

Proceso: Ordinario 

Decisión de Primera Instancia : El a-quo encontró acreditado que entre las partes , lo celebrado fue en realidad un contrato de arrendamiento , dado que la sociedad accionante se encontraba despojada de autonomía en la dirección y control del servicio prestado , razón por la cual desestimaron las pretensiones .  

Decisión de Segunda Instancia: Confirma.

M.P. César Evaristo León Vergara.

=====0=====
CONTRATO DE SEGURO 

Imposibilidad que tiene el Juez de instancia de apartarse del contenido del libelo demandatorio.

El juez no puede abandonar el camino trazado en los actos procesales que configuran la pretensión y la oposición, porque al proceder fuera de esos dominios usurpa la iniciativa que corresponde al particular, único que puede determinar los confines del interés cuya tutela reclama.

Al confrontar el libelo genitivo de la acción con la decisión de primera instancia, fácilmente se aprecian las trascendentes diferencias entre lo solicitado y lo fallado, incursionándose así en el fenómeno procesal de la incongruencia, al pronunciarse sobre unas súplicas que no se registraron ni por asomo en la demanda.

En efecto , mientras en la demanda se deprecaba dejar sin efecto la objeción a una presunta reclamación del asegurado por su incoherencia con el ordenamiento jurídico vigente , la decisión de instancia entró de llenó a verificar si la aseguradora debía verificar el pago de la obligación , pretermitiendo , obviamente , el hecho de que el siniestro no se había verificado . 

De limitado el alcance de las pretensiones del actor , y el yerro en que incurrió el Juez de instancia , debe destacar la Sala que resulta impertinente abordar el estudio de las razones de que se sirvió el juzgador para prohijar la decisión conocida hoy por vía del recurso ordinario de apelación , en la medida que obedecen a un yerro in procedendo , que no se puede convalidar mediante su estudio en esta instancia ; igualmente , debe señalarse que el temor expresado por el abogado de la parte demandante , esto es , que con fundamento en la forma en que contabiliza los términos de la aseguradora , se pueda en un futuro desconocer su obligación contractual de pagar , frente a una “eventual”, “futura” , e “hipótetica” condena proferida por la Jurisdicción Contencioso Administrativa , debe precisarse por la Sala que resulta total y absolutamente infundado , en la medida en que son las decisiones de los jueces , pasadas a través de la autoridad de la cosa juzgada , las que constitucional y legalmente se encuentran avaladas para decidir las controversias que se susciten entre particulares por lo que atañe a la interpretación y aplicación del derecho .

Fecha: 21 01 09 

Rad. 011-2005-00036-01

Acta 2 

Proceso: Reparación Directa.

Decisión de Primera Instancia : El Juez de conocimiento demostrada la existencia de la póliza , y también de las pretensiones del demandante , encontró demostrada la excepción denominada “Ausencia de Cobertura “, basada en el hecho de haberse realizado la cirugía de la demandante , en un sitio diferente al amparado por la póliza . 

Decisión de Segunda Instancia: Confirma.

M.P. César Evaristo León Vergara. 

=====0=====
EJECUTIVO

Presupuestos de la acción ejecutiva con base en una póliza de seguro de cumplimiento.
El contrato de seguro de cumplimiento es una variante del seguro de daños  y su objetivo es garantizar  al acreedor  el cumplimiento de obligaciones contractuales o legales por parte del obligado, de manera que el riesgo radica en el eventual incumplimiento del deudor.- 
Este seguro esta regulado por la ley 225 de 1938  norma que tiene plena vigencia y está sustentada en el artículo 1099 del C. de Comercio  y como seguro de daños que es, ocurrido el riesgo el beneficiario del seguro debe demostrar dicho hecho, el daño derivado del incumplimiento y su cuantía (art 1077 C de Co), pues conforme al artículo 1088 del mismo ordenamiento, estos seguros son contratos de mera indemnización y no pueden constituirse en fuente de enriquecimiento para el asegurado.- 

La póliza de seguro de cumplimiento no presta mérito ejecutivo por si sola como sucede con los seguros dotales y de vida, tal como lo prescribe el numeral 3 del artículo 1053 del C de Comercio  modificado por la ley 45 de 1990, artículo 80.

Fecha: 04 03 09

Rad. 12 2004 00272 01

Acta 11

Proceso: Ejecutivo

Hechos: Demandante celebró contrato de prestación de servicios  con una empresa  para el manejo de materia y residuos sólidos. Con el objeto de garantizar el cumplimiento de las obligaciones laborales con los trabajadores que contratara para la prestación del servicio, celebró con la aseguradora demandada un contrato de seguro. Por incumplimiento de la empresa contratada,  el demandante terminó unilateralmente el mismo y solicitó el pago de la indemnización por ocurrencia de siniestro. 

Tema: Determinar si se cumplen los presupuestos para dar lugar a la acción ejecutiva, siguiendo las pautas del artículo 1053-3 del Código de Comercio.

Decisión de primera instancia: Declaró probada la excepción de inexistencia del título que presta mérito ejecutivo.

Decisión de segunda instancia: Confirma

MP. Ana Luz Escobar Lozano.
=====0=====
EJECUTIVO
Interrupción de la prescripción de la Acción Cambiaria

Erradamente interpreta el recurrente la forma de la interrupción de la prescripción: no es que por haberse notificado a uno de los demandados, y no alegue tal medio exceptivo, se reste total eficacia a dicha defensa, propuesta por el otro integrante de esa parte. Del referido Art. 792 se infiere que la causa que interrumpa la prescripción en un deudor, la transmite a los demás, cuando lo son en un mismo grado, como ocurrió en este proceso. La prescripción fue alegada por un demandado y su declaración favorece al otro, por ser deudores solidarios, serlo en el mismo grado.

 Fecha: 23 02 09 

Rad. 76001-31-03-004-2000-00112-01.

Acta 011

Proceso: Ejecutivo 

Decisión de Primera Instancia: el A-quo encontró presentes los presupuestos procesales y encontró probada la excepción alegada.  

Decisión de Segunda Instancia: Confirma 

M.P. José David Corredor Espitia.

=====0=====
EJECUTIVO HIPOTECARIO

Prescripción de la acción cambiaria

La prescripción no es un fenómeno objetivo de simple cómputo de tiempo
   En materia de títulos valores, los artículos 730, 751, 756,789,790 y 791 del código de comercio regulan el fenómeno de la prescripción. Respecto de la acción cambiaria directa aplicable al pagaré está regida por el artículo 789  señalando  un término de ocurrencia  de tres (3) años a partir del vencimiento, el legislador no quiso que las acciones derivadas de este título queden sometidas al término del derecho común sino que por sus características  especiales le dio un término propio. En el caso concreto observamos que   el pagaré demandado fue suscrito el 21 de abril de 1995  por la suma de $25.883.200 equivalentes a 3775.1029 Upac  para pagarse en 180 cuotas mensuales con intereses de plazo al 20% efectivo anual, ostentando como fecha de  vencimiento  final el 21 de abril de 2010; en el pagaré se pactó  cláusula aceleratoria en la que se hace  expresa la facultad del acreedor de  exigir la totalidad de la obligación, entre otros eventos,  en caso de mora en el pago de sobretasas, seguros, gastos o de  cualquiera de las cuotas de intereses o de capital.

Según los hechos de la demanda, los accionados incurrieron en mora desde la cuota  vencida el 21 de marzo de 1999; la demanda fue presentada el 26 de octubre de 2004,  el mandamiento de pago se libró 27 de enero de 2005 y se notificó al demandante el 7 de febrero del mismo año; intentada la notificación personal directa  en la dirección que primeramente proporcionó y en las que luego suministró, las diligencias fueron fallidas,  ella se surtió a través de  Curador ad litem el  5 de octubre de 2005 previo emplazamiento.

En este contexto, es preciso detenernos en la manera como  debe entenderse la cláusula aceleratoria cuya ejercicio  no se produce per se con el incumplimiento de una o varias cuotas sino que tal incumplimiento  faculta al acreedor  para que pueda  exigir el cobro total de la obligación acelerando las  no vencidas; en el asunto, siendo que  no se trata de crédito de vivienda al que deba aplicársele el Art. 19  Ley 546 de 1.999 porque fue otorgado para la compra de un lote ubicado en la vereda  Rió Claro jurisdicción del municipio de Jamundí, en el que no se ha construido nada, tal y como lo informa la diligencia de secuestro, la aceleración podía hacerse judicial o extrajudicialmente. Sobre  las cuotas que con anterioridad vencieron, el término de prescripción corre a partir de la fecha individual en que debieron cumplirse, dado que, no necesitaban acelerarse.

Contar el término de prescripción para todo el crédito  desde el inicio del incumplimiento en el pago de las cuotas  sin que el acreedor haya usado la facultad de acelerar el pago de las no vencidas como lo consideró el Juzgado, no resulta ajustado a lo pactado, de ahí que  el  conteo que se hizo en la sentencia de primer grado  no atiende la voluntad de las partes.

Fecha: 20 02 09

Rad. 08 2004 00330 01

Acta 011

Proceso: Ejecutivo con título hipotecario

Decisión de primera instancia: Declaró probada la prescripción y terminado el proceso.

Tema: La prescripción. Interrupción.  Cláusula aceleratoria.

Decisión de segunda instancia Revoca  y declaró probada la excepción de prescripción parcialmente. 

MP. Jorge Jaramillo Villarreal.  

=====0======
EJECUTIVO HIPOTECARIO

Título valor fue convertido de pesos a UVR sin la aquiescencia de la deudora.

Acorde con lo expuesto, y advertido que la demandada dio autorización para que el título se completara por una cuantía igual al capital que por cualquier concepto adeudara a la actora, que la demandante ha afirmado que para el 4 de abril de 2006 el saldo adeudado era de $104.711.966,77, cantidad que se encuentra comprendida en pesos en el pagaré de contragarantía, no le era dado al acreedor pretender un mandamiento de pago expresado en unidades de valor real (UVR), como tampoco al juez mutar la obligación claramente expresada en el título en moneda legal, por esta unidad de cuenta. De ahí que en este evento la ejecución deberá seguirse por sumas líquidas de dinero, 

 Aunque en la sentencia apelada la juzgadora de primer grado, censuró la forma en que el acreedor realizó la conversión de la obligación de pesos a UVRs, así como el planteamiento de pretensiones expresadas en dicha unidad tanto para el capital como los intereses, en sentir de la Sala, no resultó atinada la solución que dio al caso, en el sentido de aplicar la doctrina Constitucional, citando las sentencias T-822 de 2003, T-793 de 2004 y T-207 de 2006 relativas a créditos otorgados para la adquisición de vivienda a largo plazo, pactados en moneda corriente, estimando que la entidad acreedora abusó de su posición dominante modificando unilateralmente el crédito hipotecario, lo que condujo a estimar como inejecutable el pagaré, por la potísima razón de no estar diáfanamente establecido que el título valor fuente de recaudo judicial, corresponde a un crédito destinado a la financiación de vivienda individual a largo plazo.
Fecha: 16 03 09

Rad. 10 2006 00106 01

Acta 10

Proceso: Ejecutivo hipotecario.

Decisión de primera instancia: Denegó las pretensiones al estimar como inejecutable el título valor que fue convertido de pesos a UVR sin la aquiescencia de la deudora.

Decisión de segunda instancia: Revoca y ordena seguir adelante la ejecución. 

MP. Carlos Alberto Romero Sánchez. 

=====0=====
EJECUTIVO SINGULAR.

Cláusula aceleratoria. 
Excepción de prescripción

Cuando se pacta cláusula aceleratoria, el acreedor podrá hacer uso de ella, pero el término de prescripción comienza a contarse a partir de la demanda, fecha que determina la exigibilidad de la obligación, y por ende, la expiración del plazo. 
La cláusula aceleratoria conlleva la facultad del acreedor –sin  condicionamiento alguno por parte del deudor- de dar por vencido el plazo de la obligación, en caso del incumplimiento de su deudor, entre otros aspectos, de lo convenido para su pago y de inmediato hacerla exigible por el saldo insoluto. Sin embargo, como corresponde facultativamente al acreedor dar por vencido el plazo de la obligación, la decisión de hacer uso de la cláusula aceleratoria solamente produce efectos al momento de la presentación de la demanda, siendo esa la época que constituye la manifestación innegable de la voluntad del acreedor de dar por extinguido el plazo inicialmente acordado y, por supuesto, el conocimiento del deudor de esa determinación contractual.

Sin embargo la Sala, a fuer de adelantar en la solución del caso, se permitirá anotar algunas jurisprudencias, anticipando que participa de la última tendencia sostenida y aclarada por la H. Corte Suprema de justicia en derredor de esta figura de la cláusula aceleratoria, al concluir que dicha estipulación conlleva la facultad del acreedor de dar por vencido el plazo de la obligación, en caso del incumplimiento de su deudor, entre otros aspectos, de lo convenido para su pago y de inmediato hacerla exigible por el saldo insoluto, siendo entendido que como corresponde facultativamente al acreedor dar por vencido el plazo de la obligación, la decisión de hacer uso de la cláusula aceleratoria solamente produce efectos frente al deudor lo cual se da por sentado que tiene ocurrencia al momento de la presentación de la demanda, siendo esa la época que constituye la manifestación innegable de la voluntad del acreedor de dar por extinguido el plazo inicialmente acordado y, por supuesto, el conocimiento del deudor de esa determinación contractual.
Fecha: 24 03 09

Rad. 04 2002 00360 01

Acta 086

Proceso: Ejecutivo singular

Problema jurídico: Desde cuando empieza el conteo de los tres años que corren para la prescripción de los títulos valores cobrados ejecutivamente y si  aún de empezarse a contar los términos que corren para la prescripción desde la época de la anterior demanda por el mes de noviembre de 1996, como lo alega el excepcionante, efectivamente se produjo la prescripción.

Decisión de primera instancia: Declaró probada la excepción de prescripción

Decisión de segunda instancia: Confirma

MP. Julián Alberto Villegas Perea. 
=====0=====

EJECUTIVO SINGULAR

Prescripción de la acción cambiaria

Término de prescripción 

Si la prescripción puede interrumpirse civil o naturalmente, suspenderse o renunciarse, es preciso decir sobre la interrupción civil que el artículo 90 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el artículo 10 de la ley 794 de 2003 (Vigente desde el 9 de abril de 2003), determina que se tendrá como fecha de interrupción la presentación de la demanda, siempre que el mandamiento ejecutivo se notifique al demandado dentro del término de un (1) año contado a partir del día siguiente a la notificación del demandante de la respectiva providencia por estado o personalmente; transcurrido ese término sin que se surta la notificación al demandado, la interrupción solamente se produce con la notificación al demandado; con anterioridad, la norma señalaba un término de 120 días siguientes contados desde el día de la notificación del mandamiento de pago al demandante; claro está, que la conducta del demandante, de los demandados o del Juzgado, juega un papel determinante en la ocurrencia de la interrupción civil porque el año de hoy o los ciento veinte días de antes pueden transcurrir a pesar de la diligencia  del demandante, por la demora del juzgado o por los obstáculos que el demandado  ponga para impedir la notificación. ( C.S.J.- Sala de Casación Civil, Sentencias del 19 de noviembre de 1976, 20 de septiembre de 2000 entere varias). 

 En materia de títulos valores, los artículos 730, 751, 756,789,790 y 791 del código de comercio regulan el fenómeno de la prescripción extintiva; respecto a la acción cambiaria directa del pagaré que es la que interesa en el asunto, está regida por el artículo 789 del estatuto mercantil, la norma dispone su ocurrencia después del término de tres (3) años contados a partir del vencimiento, el legislador no dejó que las acciones ejecutivas derivadas de los títulos valores sean sometidas al término del derecho común. 
Fecha: 03 09

Rad. 06 1998 00034 01

Acta 015

Proceso: Ejecutivo singular

Hechos: Demandados suscribieron un pagaré  y están en mora para pagarse.

Tema: La Sala analiza el fenómeno extintivo, teniendo en cuenta que el demandado excepcionó prescripción y el recurso se dirige a pedir que el proceso continúe. 

Decisión de primera instancia: Declaró probada la excepción. 

Decisión de segunda instancia: Confirma

MP. Jorge Jaramillo Villarreal.     
=====0=====
PRESCRIPCION ADQUISITIVA ORDINARIA DE DOMINIO

Posesión del comunero

La posesión del comunero apta para prescribir debe traducirse en hechos que revelen sin equívoco alguno que los ejecutó a título individual, exclusivo, y que ella, por tanto, absolutamente nada tiene que ver con su condición de comunero o poseedor. 

Tratándose de la prescripción adquisitiva de dominio  entre comuneros, que fuera tema de intrincados debates hasta cerca de mediados del siglo pasado (antes de la ley 51 de 1943), finalmente se dio cabida a la prescripción extraordinaria siempre que la posesión sea excluyente de la de los demás condueños,  por cuanto el demandante sabe que comparte derechos sobre la cosa común, lo cual indica la irregularidad de la posesión; esta situación, quedó  legislativamente definida en el Código de Procedimiento Civil actual,  cuando en el ordinal 3° del artículo 407 dispuso que se podrá pedir la declaración de pertenencia por el comunero con exclusión de los demás, por el término de la prescripción extraordinaria siempre que la explotación económica no hubiese sido producto de acuerdo con los otros o por disposición de autoridad judicial o por quien administra la comunidad.
  Como la demanda fue interpuesta para que se declare la pertenencia por prescripción adquisitiva ordinaria de dominio, refulge clara la improcedencia porque a favor de un condueño  únicamente es posible usucapir en contra de los otros por la prescripción adquisitiva extraordinaria; además, el justo titulo que requiere la  prescripción pedida no aparece por ninguna parte ni siquiera en su calificativo de injusto; el título es el documento que contiene el negocio jurídico que transfiere el derecho o la decisión administrativa o judicial que acredite la propiedad, aquí la demandante es dueña del 50% proindiviso en razón a la liquidación de la sociedad conyugal, pero, ni el matrimonio que terminó ni  la liquidación de la sociedad conyugal que generó, son  títulos que sirvan  para adquirir lo que se adjudicó a su ex cónyuge, por tales motivos, deberá confirmarse el fallo de primera instancia, siendo necesario reconocer como sucesores procesales del demandado a quienes han comparecido al proceso con la prueba de la adjudicación a su favor  en la sucesión respectiva pues  a pasar de haberlo pedido en primera instancia,  no  han sido reconocidas. Sobre la petición de no condena en costas hay que decir que por orden del art. 399 del C. de P. C., es deber hacerlo cuando se dan las condiciones de condena como en este caso por pérdida del recurso de quien lo interpone cuando lo ha hecho en contra de una sentencia desfavorable.

Fecha: 02 03 09

Rad. 01 2000 00669 02

Acta 014

Proceso: Ordinario. Prescripción Ordinaria Adquisitiva de Dominio

Hechos: Demandante pretende se declare que por prescripción adquisitiva ordinaria de dominio un  inmueble urbano que posee desde quince años, y del cual por liquidación de sociedad conyugal le correspondió el 50% del derecho dominio proindiviso sobre el bien. 

Tema: Determinar si la sentencia proferida dentro del proceso de separación de bienes que aprobó la partición y liquidación de los bienes sociales, que le adjudicó el 50% a cada cónyuge constituye o no justo título para pretender que se declare la prescripción adquisitva ordinaria de dominio sobre la totalidad del inmueble.

Decisión de primera instancia: Negó las pretensiones de la demanda

Decisión de segunda instancia: Confirma
MP. Jorge Jaramillo Villarreal
=====0=====

RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL

Póliza de seguros de infidelidad y riesgos financieros. 

Contrato de seguridad y vigilancia privada. 

Llamamiento en garantía

Contrato de vigilancia y seguridad, del cual en sus elementos de esencia y de naturaleza se desprenden las obligaciones de custodia, vigilancia y procuraduría de seguridad de los haberes de la empresa contratante, así como del bienestar de sus instalaciones, establecimientos de comercio, contando con los elementos suficientes y adecuados en punto de no poner en riesgo el objeto de su cuidado.
 Por manera que una sana y natural hermenéutica del contrato de vigilancia debe entenderse como que la compañía que custodia el Almacén y vela por la tranquilidad de los que allí laboran debe encargarse por sobre todo que los amigos de lo ajeno no tengan pero ni por cerca el camino allanado, a través de medio alguno, para menoscabar el patrimonio privado y particular de sus propietarios y transeúntes. Lo contrario pondría a los propietarios del establecimiento en labor de tener que ellos mismos resguardar con su cuidado personal sus haberes. Pero en tratándose de obligaciones de abstención todo sube de punto, cuando lo que menos debería hacer la empresa de vigilancia sería permitir, por negligencia de su mecanismos de control y operación, que alguno o algunos de sus mismos operarios, agentes o guardas de seguridad estuviese conspirando contra el desempeño del propio objeto social de la empresa para la seguridad del Almacén a custodiar, cual si pusiéramos como en la fábula literaria al ratón a vigilar el queso, o al pederasta a educar en privado al inerme infante.

De allí que la misión de las entidades de vigilancia sea sumamente delicada, y de absoluto manejo de la confianza de sus vigilados y protegidos, en punto que debe meditar muy bien el campo de sus responsabilidades antes de ir celebrando contratos con tanta facilidad o apresuramiento en lo que tiene que ver con su objeto social.

Así que, de cara a los elementos estructurantes enlistados párrafos atrás en este proveído, desde luego que existe un nexo de causalidad entre dicha conducta y asunción de responsabilidad de parte de la entidad de vigilancia demandada y el daño producido a la demandante.
Fecha: 25 03 09

Rad. 09 2002 00024 01

Acta 087

Proceso: Responsabilidad civil contractual

Hechos: Un  almacén de cadena desde hace varios años tiene contrato con una compañía de vigilancia. Una de las sedes del almacén fue asaltada por varios individuos entre los que estaba involucrado un individuo de la empresa de vigilancia. El Almacén de cadena tiene con una aseguradora una póliza de seguros de infidelidad y riesgos financieros.

Decisión de primera instancia: Accedió a las súplicas de la demanda, declarando responsable a la demandada.

Decisión de segunda instancia: Confirma

MP. Julián Alberto Villegas Perea 
=====0=====
RESPONSABILIDAD  CONTRACTUAL

Contrato de seguro de vida.

Legitimación en la causa. Contrato de seguros y sus elementos esenciales. Función de la póliza en el contrato de seguros. Renovación del contrato de seguros. Mora en el pago de la prima de la póliza.  Terminación del contrato de seguros por incumplimiento en el pago de la prima pactada e inexistencia de la obligación.
Distinción entre renovación y prórroga.
Es importante hacer la distinción entre Renovación y Prórroga, pues estas dos figuras son totalmente diferentes, aunque algunos autores y el propio legislador confundan su sentido y alcance hasta el punto de decir que son equivalentes.

Para lograr dilucidar dicha diferencia debe comenzarse por mirar la definición axiológica que nos dice que la prórroga es la continuación de una obligación por un tiempo determinado mientras que la  renovación es hacer de nuevo una cosa o devolverla a su primer estado, conforme  a esto continuar una cosa es prorrogarla mientras que la renovación es hacerla de nuevo.

Otra distinción de estas dos figuras está en los elementos. Para la prórroga es necesario que no haya manifestación alguna de las partes sobre el contrato, haciendo que ese silencio prorrogue automáticamente las condiciones y el término previsto en él. Y la Renovación por su parte, requiere de la manifestación de los contratantes para sustituir, modificar o eliminar una cláusula o regla contractual.

Tal como atrás se advirtió, jurídicamente la renovación ha sido desligada etimológica y semánticamente de su verdadero sentido, por ello su significado ha sido imbuido también de las características propias de la prórroga, es decir, conceptualmente resulta una mixtura.
La póliza es prueba del contrato de seguro y no el contrato en si mismo, dicha distinción importa por que el hecho de que se expida unos determinados números de pólizas con diferentes numeraciones, ello per se no implica necesariamente la existencia de varios contratos de seguro. 

La expedición de un certificado individual de seguro, a efecto de renovación, no soslaya, o condona, o modifica la obligación de pagar los instalamentos de la prima por los meses anteriores, de suerte que –dada la dinámica administrativa y comercial como se maneja la operación aseguraticia con sus clientes, que es en masa- aquella renovación en su validez pende de la regularidad en los pagos que haga el asegurado, tal como haya quedado previamente comprometido.

Es decir, la expedición de una renovación automática, como consecuencia de la operación del sistema, sin previa verificación del comportamiento en los pagos por parte de los asegurados, no cubre ni exculpa los incumplimientos en que estos pueden incurrir, y por ende no desfigura los efectos que dicho incumplimiento pueda ocasionar en las relaciones contractuales entre las partes.
Fecha: 27 03 09

Rad. 15 2006 00105 01

Acta 088

Proceso: Ordinario. Responsabilidad civil contractual.

Problema: Determinar si hubo dos contratos distintos o sólo se trató del mismo. La disputa gira en torno a que para los actores la fecha en que falleció el tomador, la aseguradora ya había expedido una nueva póliza dos días antes del acontecimiento y por tanto la muerte del asegurado se encontraba amparada y para la aseguradora se trató de una eventual renovación que no se pudo dar porque la póliza se canceló automáticamente ante la falta de pago tres meses antes del hecho. 

Decisión de primera instancia: Desestimó las pretensiones de la demanda.

Decisión de segunda instancia. Confirma

MP. Julián Alberto Villegas Perea.
=====0=====
RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL

Responsabilidad bancaria por el pago de cheques falsos.

Actividad bancaria como servicio público es calificada como riesgosa.

Presunción de responsabilidad. Del ejercicio de la actividad bancaria surge un riesgo, al margen de todo comportamiento doloso o culposo, que se traduce en un daño, es justo que se presuma la responsabilidad de la entidad financiera, pues es ella quien conoce y domina profesionalmente la fuente de riesgo. 

Por virtud de la solidaridad y determinado que el daño o perjuicio fue causado en concurrencia con dos sujetos: el banco demandado y un tercero no identificado, la condena a imponer estará a cargo de la entidad bancaria. 
Jurisprudencial y doctrinariamente se ha sostenido una interesante discusión aún no zanjada acerca de la clase de presunción que establece el artículo 2356 del Código Civil, pues unas veces se dice que  se trata de una presunción de culpa y otras de una presunción de responsabilidad, la Sala toma partido sobre la consagración de una presunción de responsabilidad  habida consideración que tal presunción no puede ser destruida con la simple prueba de la diligencia o cuidado, sino cuando se rompe el nexo de causalidad, es decir, cuando se establece por parte del causante o presunto responsable, que el resultado fue causado por fuerza mayor, caso fortuito o culpa exclusiva de la víctima, o hecho exclusivo de un tercero, porque se parte del supuesto y calificación de actividad peligrosa desarrollada por el agente, como se ha predicado de la actividad bancaria.

En virtud de la presunción de responsabilidad  que invoca la parte demandante, toda vez que en desarrollo de la actividad financiera ejercida por la parte demandada se causó el hecho y se irrogaron daños cuya reparación demanda, no está obligado a probar este extremo subjetivo, pero sí asume la carga de la prueba del daño y de su relación de causalidad o autoría del mismo; por su parte, el demandado para el éxito de su oposición deberá probar con suficiencia alguna de las causales de exoneración  que no son otras que las de fuerza mayor o caso fortuito, hecho de un tercero o culpa exclusiva de la víctima. Bien se sostiene, se itera, que dicha presunción no puede ser destruida con la simple prueba de la diligencia y cuidado observado por el victimario.

No sobra decir que si bien se ha determinado que el daño o perjuicio fue causado en concurrencia de dos sujetos: el Banco demandado y el tercero aún no identificado, es lo cierto que la condena a imponer estará toda a cargo de la entidad bancaria, pues por virtud de la solidaridad establecida en el artículo 2344 del Código Civil, si dos o más personas contribuyen a la producción del daño serían solidariamente responsables y la víctima puede exigir la totalidad de la indemnización a cualquiera de ellos. Pertinente es mencionar el principio que afirma: “una culpa es necesaria, pero una culpa es suficiente”, para decir que todos y cada uno de los coautores están obligados por la totalidad, pues se itera, no importa que una culpa sea más grave que la otra; lo necesario es que el demandado haya sido uno de las causantes del daño. 

Fecha: 23 02 09

Rad. 01 2003 00299 02 262

Acta 008

Proceso: Responsabilidad civil extracontractual

Hechos. Con documentos falsos una persona natural abrió una cuenta y le fueron consignados cheques con restricción a primer beneficiario que estaban a favor del demandante. 

Problema jurídico: Determinar si la intervención culpable del banco demandado concurrió a la causación del perjuicio que sufrió el demandante , o por el contrario se debió a la intervención de un tercero. 

Decisión de primera instancia: negó las súplicas de la demanda. Declaró probadas las excepciones de culpa exclusiva de un tercero y buena fe.

Decisión de segunda instancia: Revoca y declara que el banco es civil y extracontractualmente responsable por el perjuicio sufrido. 

MP. Homero Mora Insuasty.
=====0=====

RESPONSABILIDAD  EXTRACONTRACTUAL.

Accidente de tránsito

Póliza de seguro de automóviles

Llamamiento en garantía

Amparo de protección patrimonial

Al propietario del objeto con el cual se ocasionó el perjuicio en desarrollo de una actividad peligrosa, lo cobija la presunción de guardián. 

En este caso, la demandada llamó en garantía a la aseguradora con la que había contratado una póliza de seguro de automóviles, la cual en su condición primera “Amparos” estableció un amparo básico y unos amparos adicionales, así: A Amparo básico la responsabilidad civil extracontractual y B amparos adicionales: pérdida total o parcial del vehículo por hurto, amparo de protección patrimonial, asistencia jurídica en proceso penal, gastos de transporte por pérdida total por daños o hurto del vehículo, pérdidas totales o parciales del vehículo por temblor, terremoto, maremoto o erupción volcánica, e índice variable. 

La misma póliza en su Condición 2ª Eventos Excluidos, señaló varios eventos en que la aseguradora no realizaría el pago de la obligación condicional expresada en los amparo, precisándose en un literal que cuando el conductor desatienda las señales reglamentarias de tránsito, no acate las señal de los semáforos, carezca de licencia vigente para conducir vehículos, así que en principio, acreditado que el conductor del vehículo carecía de licencia de conducción, como en efecto se estableció en primera instancia, no surgía el débito contractual para la aseguradora. 

Empero, el a quo omitió, revisar el cuadro de declaraciones de la póliza, según el cual las partes pactaron expresamente el amparo patrimonial, cláusula que según las condiciones generales de aquella, implica que la aseguradora se obliga a pagar la indemnización acordada, aún en el evento de que el conductor incurra en las causales de exclusión indicadas, aun cuando el conductor maneje sin pase de conducción o embriagado, de donde se sigue que el llamamiento en garantía resulte procedente.

Fecha: 16 03 09

Rad. 07 2003 00320 01

Acta 10

Proceso: Responsabilidad civil extracontractual

Caso: Una señora le confió la conducción del vehículo de su propiedad a su hermano, quien en compañía de dos personas como pasajeras en estado de embriaguez, colisionó con una motocicleta, falleciendo todos los ocupantes del automotor. 

Sentencia de primera instancia: Declaró civilmente responsable a la propietaria del vehículo.  

Sentencia de segunda instancia: Revocó y en su lugar condenó a la aseguradora a reembolsar a la demandada lo que ésta debe cancelar por lucro cesante.

MP. César Evaristo León Vergara.

=====0=====
RESPONSABILIDAD MÉDICA 

Requisitos para establecer la responsabilidad.

Nexo de causalidad entre el hecho y el acto médico.

Hecho de la víctima

Se presento el hecho dañoso, cual fue el fallecimiento de la causante, producido como efecto de un cáncer mamario; sin embargo, no llega a concluirse, luego de analizada la prueba recaudada, que esté se hubiere producido por culpa imputable a los médicos. En efecto, se demostró que ellos obraron de acuerdo con los procedimientos conocidos en el momento, que efectuaron los que correspondían y las formulaciones pertinentes. Que se produjo el resultado no deseado por ellos, no buscado por ellos, sin su intervención ni por su culpa, descuido o negligencia, colaborando en forma importante, en su producción, la propia paciente quien fue renuente a seguir la prescripción con el demandado abandonó su tratamiento sin buscar otro con profesional especializado, con ello impidió que él continuara observando la evolución de su dificultad de salud. 

La parte actora no demostró la culpa, no hizo un mínimo esfuerzo por demostrarla, sin que en virtud de la tesis de la inversión de la carga pueda esperarse de dicha parte, solo la afirmación de su dicho.

La conducta de la paciente y de su familia influyeron en el resultado, pues de una parte abandonaron el tratamiento que se seguía con el demandado, ella fue renuente a continuar con él; durante ese tiempo acuden a medicina alternativa, perdiendo tiempo valioso para atacar la enfermedad. Deja, el demandado de ser médico tratante en septiembre de 1996, hasta marzo de 1997, cuando ella vuelve a consulta.

Se concluye, entonces, que el procedimiento descrito concuerda ampliamente con lo dicho por los médicos que declararon y con la literatura que aportaron los galenos demandados, y éstos a su vez, con el dictamen pericial, excluyendo culpa en el obrar de los médicos demandados, y no encontrándose nexo causal entre el deceso y el tratamiento. 

Fecha: 05 02 09 

Rad. 76001-31-03-002-1999-01502-01. 

Acta 005 

Proceso: Ordinario.

Decisión de Primera Instancia: se declaró probadas las excepciones de mérito propuestas e implícitamente negó las pretensiones y condenó en costas a la parte demandante.

Decisión de Segunda Instancia: Confirma. 

M.P. José David Corredor Espitia.

=====0=====
SIMULACION 

Acción pauliana  y de simulación 

Mientras que con la acción pauliana se impugna un acto realmente ejecutado por el deudor, en la de simulación se busca destruir una mera apariencia para que se haga luz sobre lo que, de hecho, quisieron las partes. 

La regla es que las personas cuando celebran un contrato consignan en él la verdad, no obstante en algunas ocasiones ya sea para perjudicar a terceros o para infringir la ley, la voluntad declarada no siempre es la voluntad real. En está última circunstancia es donde aparece con claridad la simulación. 

Su demostración debe ser de tal forma que no quede ningún margen de duda, debe ser con certeza, de tal manera que si hay alguna dubitación al respecto no puede prosperar o no puede erigirse la pretensión. 

Dentro de este marco, habremos de señalar que la prueba indiciaria es a la que más acude, advirtiendo que los indicios, deben tener las características de ser graves, congruentes y concordantes (Artículo 250 del Código de Procedimiento Civil), para deducir de ellos inequívocamente la simulación. Finalmente para que un hecho indiciario pueda ser tenido como tal no debe existir circunstancias o hechos de la misma condición que apunten en sentido contrario.

Indicios se presentan muchos, sin poder hacer una lista taxativa de los mismos; ellos fluyen en cada caso concreto. 

Ahora bien, tal como lo ha concluido la doctrina, para que un hecho indiciario pueda ser tenido como tal no deben existir circunstancias o hechos de la misma condición que apunten en sentido contrario.

Fecha: 04 02 09 

Rad. 76001-31-03-009-1999-974(6198)

Acta 03 

Proceso: Ordinario. 

Decisión de Primera Instancia: El Juez de primera instancia como consecuencia de la prosperidad de la prosperidad de la excepción propuesta por el curador ad-litem niega las pretensiones. 

Decisión de Segunda Instancia: Confirma.

M.P. Flavio Eduardo Córdoba Fuertes .
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IMPUGNACION DE LA PATERNIDAD EXTRAMATRIMONIAL

Caducidad

Con el establecimiento de la caducidad se busca proteger al titular del estado civil de hijo de la inseguridad jurídica que le significa que este quede indefinidamente expuesto a los avatares de una acción interpuesta en cualquier momento. 

Actor después de confirmar ser el padre a través de prueba de ADN quiso reconocer a su hija extramatrimonial, reconocida como tal por otro hombre y cuando ya excedieron los ciento cuarenta días que para tal fin concede la ley. 

Para ello formuló demanda, que la juez rechazó por exceder con creces los ciento cuarenta días que para tal fin concede la ley, inspirada en la consideración de la inconveniencia de dejar librado a la sola voluntad del interesado, asunto tan importante en la vida de una persona como es la definición del estado civil, contra lo que conspira la incertidumbre que significaría que en cualquier momento de su vida pudiese ser infirmado; por esto el legislador desde antiguo impuso al interesado la carga de ocurrir ante la jurisdicción a hacer valer ese derecho dentro del indicado lapso, razonable por cierto, lo que se traduce en el establecimiento de un término de caducidad, que como fenómeno procesal regulador de los efectos del tiempo respecto del ejercicio de los derechos es de tipo objetivo y dice relación con la oportunidad para incoar la acción

Fecha: 19 03 09

Rad. 04 2008 00289 01

Acta 27

Proceso: Impugnación de la paternidad extramatrimonial

Decisión de primera instancia: Rechazó la demanda contentiva de pretensión de impugnación de la paternidad extramatrimonial

Decisión de segunda instancia: Confirma el auto apelado. 

MP. Carlos Hernando Sanmiguel Cubillos. 

=====00=====
LESION ENORME
Liquidación de la sociedad conyugal

Omisión al no incluir bienes que pertenecen a la  sociedad conyugal

Inclusión en la misma de bienes que pertenecen a uno de los cónyuges.

Práctica de pruebas. 

La ley no exige que se exprese el objeto o lo que se pretende demostrar con la prueba documental, mas no por ello puede desconocerse que debe examinarse si es pertinente y conducente, de lo que aquí no cabe duda, puesto que la acción rescisoria que se ejercita parte de la base de la liquidación de la sociedad conyugal que hubo entre las partes, razón por la cual la copia del proceso de divorcio y la consiguiente liquidación de tal sociedad no son temas ajenos al proceso, como tampoco los folios de las matrículas de los inmuebles que fueron parte del activo social, incluidos por supuesto los de los dos inmuebles que según la demanda pertenecen a la demandante, y menos la copia de la escritura 5467 si con todos ellos se pretende demostrar la situación jurídica que como bienes propios tenían y la subrogación de que se trata. Por ende, se revocará el literal f) del auto de 2 de octubre de 2007, y, en su lugar, se ordenará al juzgado decrete las pruebas que en ese literal se niegan. 

Fecha: 26 01 09

Rad. 02 2004 01151 01

Acta 001

Proceso: Rescisión por lesión enorme

Petición: Se rehaga de nuevo la partición y los gananciales. Solicita práctica pruebas.

Decisión de primera instancia. Niega la práctica de pruebas al no expresar los hechos que pretende demostrar con la prueba.

Decisión de segunda instancia: Revoca y ordena la práctica de algunas pruebas.

MP. Julio César Piedrahita Sandoval
=====00=====
PRIVACION DE PATRIA POTESTAD

Regulación de cuota alimentaria

No es procedente pronunciarse de manera oficiosa sobre la cuota alimentaria.
Entonces, no siendo procedente en esta clase de asuntos pronunciarse de manera oficiosa sobre los alimentos para el niño respecto del cual se priva a su progenitor del ejercicio de los derechos inherentes a la patria potestad, y al no existir solicitud de parte que imponga al a quo ocuparse de la viabilidad o improcedencia de la petición, decidió el funcionario de primera instancia sobre un asunto, sin miramiento del principio de congruencia contenido en el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil, yendo más allá de lo permitido y exigido por la ley y de lo pedido por la parte misma, de donde se desprende la ocurrencia del yerro señalado por la apelante, que a las claras patentiza el éxito de la alzada interpuesta.

Fecha: 27 03 09

Rad. 02 2006 00400 01

Acta 

Proceso: Privación de patria potestad

Decisión de primera instancia: Acogió favorablemente las pretensiones de la demanda y reguló monto y forma en que el demandado debe cumplir la cuota alimentaria para con la menor

Decisión de segunda instancia: Revoca lo relacionado con la cuota alimentaria. 

MP. Henry Cadena Franco

=====00=====
PRIVACION DE PATRIA POTESTAD

Total abandono de los deberes filiales

La Corte Constitucional recuerda que las normas de derecho civil deben ser interpretadas y aplicadas de conformidad. 

La Sala recoge la postura que anteriormente sostenía en sentido diferente y respetuosamente acata la de la alta corporación.
En sentencia T-953/06 del 17 de noviembre de 2006, la Corte Constitucional prohijó la interpretación dada al numeral 2 del artículo 315 del Código Civil, por parte de la Sala de Casación Civil de la H. Corte Suprema de Justicia en el referido fallo de tutela, atendido su carácter de intérprete autorizado, y al hacerlo recuerda que “las normas de derecho civil deben ser interpretadas y aplicadas de conformidad” con lo que aquél disponga, en atención a lo cual la Sala recoge la postura que anteriormente sostenía en sentido diferente y respetuosamente acata la de la alta corporación, perspectiva desde la cual habrá de examinarse la conducta endilgada al demandado, en términos de establecer si como se expresó en dicha providencia, los hechos probados denotan “un total abandono de los deberes filiales”, pues no se trata de “predicar un juicio de valor, de más o menos, sobre la responsabilidad que le atañe al padre, ni de establecer cuánto aportó para la educación y bienestar material de la infante, sino de comprobar, de manera irrefutable que éste se desentendió totalmente de estos menesteres”.

Todo indica que prevalido el demandado de la expresada tranquilidad que le generaba la seguridad de saber que nada les faltaría a sus hijos, por tener la certeza de que se lo proveería la madre, dada su estabilidad financiera, como lo manifestó, optó por la cómoda postura de desentenderse por completo del cumplimiento de sus obligaciones, particularmente de la alimentaria, pues limitó sus relaciones paterno filiales a eventuales comunicaciones telefónicas, sin descartar sus encuentros en Alemania, a donde viajó no propiamente con ese propósito sino en plan de trabajo, como también lo dijo, todo lo cual no aniquila la absoluta desatención de la que se habla, que como comportamiento atribuido en la demanda resulta asaz diciente que no hubiese venido a controvertir, cuando llamado a rendir declaración de parte se enteró del proceso y a pesar de campear motivo de nulidad originado en la inexacta afirmación de que la actora ignoraba cómo localizarlo para enterarlo personalmente del libelo, no la alegó, y en una muestra de su desinterés de padre terminó diciendo que no se oponía a la implorada declaración de pérdida de la patria potestad. Todo esto  evidencia que el demandado se sustrajo de forma absoluta a la atención de sus obligaciones de padre, y que ello derivó de su propio querer pues, repítese, se creyó tranquilamente relevado de hacerlo ante la seguridad de que siempre lo haría la madre, por lo que se estructura el imputado abandono que le abre camino a las pretensiones.  

 Como conclusión de lo expuesto se impone la confirmación de la sentencia consultada, con la sola modificación de su punto tercero resolutivo que debe complementarse en el sentido de disponer la inscripción de las sentencias de ambas instancias en el libro de varios, que habrá de surtirse en la dependencia local de la Registraduría Nacional del Estado Civil que ese ente designe, vale decir, Registraduría Especial, Auxiliar o Municipal, y hacer expresa advertencia de que esta es la formalidad con la que se perfecciona el registro, sin perjuicio de la que debe hacerse también en el registro civil de nacimiento, a la que el parágrafo 1° del artículo 1° del decreto 2158 de 1970, le asigna el caracter de información complementaria.

Fecha: 22 01 09

Rad. 10 2006 00200 02

Acta 

Proceso: Privación de patria potestad

Decisión de primera instancia: Priva al demandado de los derechos inherentes a la p atria potestad.

Decisión de segunda instancia: Confirma.

MP: Carlos Hernando Sanmiguel Cubillos.  

=====00=====

SOCIEDAD CONYUGAL

Disolución y liquidación

Si después de efectuado el acto de partición y adjudicación, aparecen o se denuncian otros bienes sociales que debiendo ser objeto de esa partición entre los cónyuges no lo fueron, queda pendiente la partición respecto de él por los procedimientos que la ley establece para su efecto. 

En este caso, no obstante haber liquidado de mutuo acuerdo la sociedad conyugal, en ese acto no se incluyó  un inmueble adquirido por el causante durante la vigencia de la sociedad. 

De mutuo acuerdo los  cónyuges disolvieron y allí mismo liquidaron la sociedad conyugal de cuya composición se expresó que la integraban varios bienes muebles y diecisiete inmuebles, en cuya relación no figuró  el de la discordia, que hacía parte del activo patrimonial del difunto como se sigue del hecho de que sus herederos lo hayan enlistado ahora como activo sucesoral.

 La indicada omisión es jurídicamente trascendente, en la medida en que su innegable consecuencia no puede ser otra más que la de impedir la afirmación de la conclusión de la liquidación de la sociedad conyugal, por ser irrebatible que ésta sigue pendiente por existir un bien integrante de esa universalidad jurídica patrimonial afecta a su distribución entre los cónyuges, liquidación que por no haber disposición legal que lo imponga, no necesariamente debe surtirse en un solo acto, de modo que bien podrían las mismas partes, si continuasen vivas, celebrar otro negocio jurídico con ese fin, o al no estar de acuerdo, o como aquí sucedió, por haber fallecido uno de los cónyuges y no haber consenso con los herederos, acudir a la vía judicial, ámbito dentro del cual es idóneo para tal propósito el juicio de sucesión

Fecha: 22 01 09

Rad. 01 2006 00584 01

Acta 04

Proceso: Sucesión

Decisión de primera instancia: Niega la solicitud formulada por la cónyuge.

Decisión de segunda instancia: Revoca y accede al reconocimiento de la cónyuge.

MP. Carlos Hernando Sanmiguel Cubillos. 

=====00=====
TESTAMENTO NUNCUPATIVO

Requisitos.

Testigos ante la falta de notario.

Se entiende no la falta física del notario en el lugar,  sino la dificultad en ocasiones excepcionales que hacen imposible conseguir su presencia.

Aunque en el testamento no se aprecia con claridad nombre y apellidos de testigos, éstos durante el trámite de publicación como medida preparatoria del proceso de sucesión testada reconocieron su firma y datos que alli aparecen.
Acreditado que el documento suscrito  contiene la memoria testamentaria de la causante, no se opone a su publicación la circunstancia de no haberse otorgado ante notario según también lo aduce el juez. Atrás ya se dijo que en los lugares en que no hubiere notario o en que falte, resulta factible otorgar testamento solemne nuncupativo ante cinco testigos ( art. 1071 del C. C.), casos éstos, de los cuales, el segundo, que es el que viene al caso, la expresión “ faltare este funcionario ”, debe entenderse, no la falta física del funcionario en el lugar, sino la circunstancia de la dificultad que se presenta en ocasiones excepcionales cuando se hace imposible conseguir la presencia del notario, no obstante la existencia de más de veinte notarios en la ciudad, para lo cual, con el objeto de obviarla, la norma en mención permite que se otorgue el testamento ante cinco testigos que reúnan las calidades que se exigen legalmente. 

Fecha: 22 04 09

Rad. 06 2006 00318 02

Acta 28

 Publicación de testamento.

Decisión de primera instancia: Declaró que el testamento no reviste el carácter de nuncupativo, por la falta de nombre y apellidos de tres testigos y por no compadecer que teniendo Cali más de veinte notarías, el testamento no se hubiere otorgado ante uno de ellos. 

Decisión de segunda instancia: Revoca y declara nuncupativo el testamento. 

MP. Julio César Piedrahita Sandoval.

Salvamento de Voto: Con relación a la ausencia de notario en el acto, le asiste razón al a quo, pues si la ley y la jurisprudencia  establecen la posibilidad de que la manifestación se haga sin la presencia de aquel, aún en los lugares donde existan varios notarios, esa posibilidad es excepcional.

“Aceptar los argumentos que esgrime la apelante, conduciría a convertir las exigencias mínimas del testamento nuncupativo en rey de burlas, pues bastaría simplemente afirmar que el notario no quiso prestar el servicio o no hubo tiempo para solicitarlo, para obtener la convalidación de una manifestación de la voluntad sin el lleno de los requisitos legales, convirtiendo de esta manera una excepción (elaborar testamento nuncupativo sin la presencia del notario) de otra excepción (elaborar testamento nuncupativo), en la regla general o manera corriente de plasmar la última voluntad, que es esencialmente ritual y solemne.”

MD Henry Cadena Franco
=====00=====
TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL

Debido proceso

Defecto procedimental
Al no haberse pronunciado la juez en la sentencia  sobre las excepciones de mérito alegadas por la demandada, como fluye patente al observar en las consideraciones del fallo cuestionado que, tras hacer la evaluación probatoria y las operaciones aritméticas que estimó necesarias, concluyó en la prosperidad de la pretensión de restitución y halló improcedente la compensación sin que se hubiese detenido en el examen de los exceptivos de prescripción y cobro de lo no debido que en oportunidad planteó en su defensa la demandada, por lo que es claro que se dio lugar a la estructuración del denominado defecto procedimental, enlistado junto con el orgánico y el sustantivo como una de las causales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales definidas por la doctrina de la Corte Constitucional, que tiene cabida “cuando puede probarse que una decisión judicial desconoce normas de rango legal, ya sea por aplicación indebida, error grave en su interpretación, desconocimiento de sentencias con efectos erga omnes, o cuando se actúa por fuera del procedimiento establecido” (T-840/06).

Fecha: 17 02 09

Rad. 07 2009 00014 00

Acta 15

Proceso: Acción de tutela

Decisión: Concede la tutela para la protección al debido proceso. 

MP. Carlos Hernando Sanmiguel Cubillos.
SALA LABORAL
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Quien quita á alguno el pan ganado con su sudor, es como el que asesina a su prójimo.
ACCION DE REINTEGRO

Escisión del ISS

No resulta objeción para el reintegro puesto que se dispuso el traslado del personal de la entidad escindida a otra, conservando de igual manera la continuidad y estabilidad de sus servidores.

El Juzgado encargado de dirimir esta controversia da como motivo para negar el reintegro laboral al ISS, la clara intención del ejecutivo Nacional de dejar de prestar los servicios de salud en forma directa por parte del ISS, lo cual deviene de la escisión que de ella hizo el Gobierno Nacional, por lo que física y jurídicamente no hay un sitio o lugar en donde se pueda reintegrar, sin que se pueda decir que lo constituye la E.S.E., por ser persona jurídica diferente que además no esta en el proceso no pudiendo establecer condena en su contra. Por otra parte, el Tribunal señala que para nada la función de servicios administrativos esta limitada a la prestación o no de servicios de salud, por el contrario, la norma convencional no hace ninguna limitación de ahí que pueda anotarse la procedencia del reintegro, en tanto como norma convencional, tal como lo señala la Constitución, no podría eso si menoscabar la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los trabajadores, por lo que su aplicación deberá realizarse bajo ese marco jurídico, espacio normativo que propende por el respeto a la remuneración, la dignidad y capacitación de la reclamante. 

Debe tenerse en cuenta que la escisión operó respecto de una parte de la entidad, con lo cual en aquella parte no escindida, ninguna objeción operaría para el reintegro. 
Fecha: 20 02 09.

Radicación: 76001-31-05-011-2004-00631-02

Acta: 01.

Proceso: Ordinario Apelación.

Petición: Reintegro y demás derechos compatibles.

Decisión de Primera Instancia: Condena al pago de la indemnización por despido injusto, prestaciones sociales e indexacion. Absuelve sobre las demás pretensiones de la demanda. 

Decisión de Segunda Instancia: Revoca la sentencia de primera instancia debido a que prospera la pretensión principal.

Magistrado Ponente: Carlos Alberto Carreño Raga. 

===== 0 0 0 =====

CESANTIA

Sanción por no consignar en un fondo de cesantías

Prohibición de pagos parciales.

Los préstamos o anticipos de cesantías deben ser autorizados por el Ministerio de la Protección Social.
En el caso en estudio, el empleador si estaba obligado a consignar en un fondo de cesantía el valor anual de la misma al iniciarse el vínculo laboral en vigencia de la Ley 50 de 1990; y a su vez se descarta que los documentos aludidos correspondan a anticipos de cesantía como se dijo, por ende, hay lugar a  imponer la sanción moratoria del artículo 99 de la Ley 50 de 1990.

No hay buena fe en la demandada, puesto que  el demandante no autorizó tal descuento de manera escrita, que le permitiera creer que estaba pagando anticipo de cesantía ora que con los prestamos se harían a cuenta de la cesantía y de esta manera solamente se le impusiera la sanción del artículo 254 del C. S del T.
Fecha: 25 02 09

Rad.11 2004 230

Acta 046

Proceso. Ordinario.

Pretensión: Reconocimiento y pago de indemnización moratoria por no consignación en un fondo de cesantías.

Decisión de primera instancia: Condenó a la demandada al pago de sanción por no consignar en un fondo legalmente creado para ello. 

Decisión de segunda instancia: Confirma.

MP. Carlos Alberto Oliver Gale. 

=====000=====
CESANTIAS

Sanción por no consignar anualmente las cesantías

Buena fe del empleador.

Diferencia entre la indemnización derivada de la falta de consignación con la que surge frente a la falta de pago a la terminación del contrato de trabajo. 

La sanción moratoria por no consignar cesantías, cesa cuando empieza la indemnización moratoria tradicional.

Cuando la empresa atraviesa por crisis económica no se le puede endilgar mala fe por la no consignación oportuna de las cesantias de sus trabajadores.

En sentencia de marzo 27 de 2001. Radicado14.379,  La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia sostuvo que la sanción por no consignar cesantías, cesa cuando empieza la indemnización moratoria tradicional. Consideró la Corporación que existe diferencia entre la indemnización derivada de la falta de consignación antes del 15 de febrero en un fondo, por la cesantía que le corresponde al trabajador por el año anterior o la fracción correspondiente a dicha anualidad liquidada a 31 de diciembre, con la que surge frente a la falta de pago de salarios y prestaciones a la terminación del contrato de trabajo, ya que una vez que se presenta este hecho, esto es, cuando finaliza el contrato de trabajo y no ha habido consignación oportuna de saldos de cesantía por uno o varios años anteriores, la indemnización moratoria ocasionada por ello, prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, será pagadera sólo hasta el momento en que se termina la relación laboral, pues a partir de este instante la obligación que se origina no es la de consignar la cesantía en un fondo, sino la de entregarla al trabajador junto con las demás prestaciones y salarios, porque en caso de incumplimiento en este último evento la que opera es la moratoria contenida en el artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo.
 Respecto a la imposición de la indemnización moratoria, la jurisprudencia ha precisado que el juzgador no debe proferir condena automática ante el hecho de la falta de pago, sino que ha de examinar la conducta patronal y si de ésta emerge la buena fe exonerar al empleador. Dicha buena fe alude a que el empleador que se abstenga de cancelar los derechos laborales a la finalización del nexo, entienda plausiblemente que no estaba obligado a hacerlo, siempre y cuando le asistan serias razones objetivas y jurídicas para sostener su postura de abstención, es decir que sus argumentos para no haber pagado resulten valederos.

La accionada en su escrito de demanda  refirió que su comportamiento frente a la no consignación oportuna de las cesantías de sus trabajadores  al respectivo fondo, no fue caprichoso o con el ánimo de perjudicar a su trabajador, sino que el retardo obedeció  a situaciones económicas graves que le impedían cumplir con sus obligaciones, entre ellas con la consignación de las cesantías y que  en la medida en que  ha conseguido ingresos ha respondido con sus obligaciones, y que por ello fue que hizo los pagos de manera tardía.

La  difícil situación financiera para ser  considerada  como  razón que pueda entenderse para excusar la mora en el pago de las prestaciones y/o derecho de los trabajadores, la misma debe tener probanza y que a su vez la misma no se haya producido como consecuencia de  maniobra fraudulentas, dolosas o negligentes del empleador.

Fecha: 30 01 09

Rad. 07 2004 00014 01

Acta 005

Proceso: Ordinario

Pretensión: Indemnización moratoria por consignación tardía de las cesantías en un fondo previsto para ello. 

Decisión de primera instancia: Condenó por concepto de sanción por no consignación oportuna.

Decisión de segunda instancia: Revoca y absuelve a la demandada.

MP. Jorge Eliçecer Mosquera Trejos.

====== 0 0 0 =====

CESANTIAS

Liquidación anual y consignación en un fondo.

Incumplimiento del plazo señalado

Prescripción

La falta de consignación de una anualidad, origina la mora hasta el momento en que incurra la satisfacción de esa parte de la prestación, aun cuando las anualidades posteriores sean debidamente depositadas en el fondo.
La Ley 50 de 1990 en su artículo 99, numeral tercero, concibe que “El valor liquidado por concepto de cesantía se consignará antes del 15 de febrero del año siguiente, en cuenta individual a nombre del trabajador en el fondo de cesantía que él mismo elija. El empleador que incumpla el plazo señalado deberá pagar un día de salario por cada día de retardo.” De manera que se equivocó el a-quo en la aplicación de la normatividad que en materia de prescripción regula el caso de autos conforme lo antes dicho en tanto determinó la procedencia del derecho deprecado sin tener en cuenta los efectos prescriptivos desde el momento en que fue presentada la demanda – 28 de julio de 2004 - y siendo que ha debido sólo tener en cuenta los tres años anteriores a tal calenda. Por ello la condena deberá modificarse en tal sentido para declarar prescritos los derechos causados con anterioridad al 28 de julio de 2001. 

Significa lo anterior que sólo era procedente la condena respecto de las cesantías correspondientes al año 2001 toda vez que estas eran exigibles sólo a partir del día 16 del año posterior, momento en que no fueron consignados y, en efecto aun son exigibles al no haber alcanzado el trienio prescriptivo establecido por el artículo 488. 
En consecuencia, la sanción impuesta por la no consignación de las cesantías de 2001 deberá correr a partir del 15 de febrero del año 2002 y hasta el día 26 de agosto de 2003 momento en que feneció la relación laboral “La indemnización moratoria ocasionada por ello, prevista en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990, será pagadera solo hasta el momento en que se termina la relación laboral, pues a partir de este instante la obligación que se origina no es la de consignar la cesantía en un fondo, sino la de entregarla al trabajador junto con las demás prestaciones y salarios, porque en caso de incumplimiento en este último evento la que opera es la moratoria contenida en el artículo 65 ya citado.”
 Cabe anotar que las cesantías del 2002 le fueron consignadas oportunamente y las del 2003 se le entregaron al demandante al finalizar el contrato.

Fecha: 18 03 09

Rad. 07 2004 00410 00

Acta 05

Proceso: Ordinario

Pretensión: Reajuste de cesantias, indemnización moratoria, reajuste de salarios, indemnización por no consignación de cesantías, subsidio familiar, dotación de vestido y calzado de labor. 

Decisión de primera instancia: Condena a la demandada a pagar la indemnización por no consignación de cesantías correspondientes a los años 1997 a 2001 y absuelve por lo demás.

Decisión de segunda instancia: Declara probada la excepción de prescripción y modifica a reconocer y pagar por concepto de indemnización por no consignación de cesantías correspondientes al año 2001.

MP Fabián Vallejo Cabrera
===== 0 0 0 =====
CONFESION FICTA

Requisitos

Es necesario que el juez deje constancia puntual de los hechos que habrán de presumirse como ciertos.

No es válida una alusión general e imprecisa a ellos.
El A quo  sólo dejó constancia que no se hizo presente la parte demandada a la audiencia en que debía absolver interrogatorio de parte, esta manifestación, no reúne las exigencias expresadas por la jurisprudencia de la C. S. J. en la sentencia cuyos apartes se transcribieron con anterioridad, toda vez que no manifestó expresamente cuáles eran las consecuencias jurídicas de esa inasistencia, es decir, debió indicarse con claridad sobre que hechos de la demanda versaría la presunción de certeza, ante la falta de cuestionario escrito que debió presentar la parte interesada en la prueba, ya en una actuación anterior a la sentencia de primer grado, ello tiene por objeto, como lo dice la Corte Suprema de Justicia, garantizar los derechos de defensa y del debido proceso al contumaz, ante la falencia anotada no puede imprimírsele validez a la confesión ficta.
Fecha: 25 03 09

Rad. 04 2006 00528 01

Acta 002

Proceso: Ordinario. 

Pretensión: Se declare la existencia de un contrato de trabajo verbal a término indefinido. 

Decisión de primera instancia: Niega las pretensiones solicitadas

Problema jurídico: Si existió una relación laboral. 

Decisión de segunda instancia: Revoca y condena a pagar a los demandantes las prestaciones reclamadas.

MP. Ferney Arturo Ortega Fajardo. 
=====000=====

CONTRATO DE PRESTACION DE SERVICIOS
Primacía de la realidad

Indemnización moratoria

Al estar en controversia la existencia del contrato de trabajo entre las partes, no puede endilgarse mala fe en el actuar de la entidad demandada, pues creyó no adeudar prestaciones sociales a la terminación del contrato. 
Analizadas en su conjunto las pruebas recaudadas tanto documentales como testimonial se advierte que la actora prestó sus servicios a la entidad demandada en el cargo de Auxiliar de Servicios Administrativos, labor que ejecutó de manera permanente y discontinua, teniendo como funciones atención al usuario, entrega de carnés, y demás que le fueran asignadas por sus superiores, por tanto siendo el objeto social de la demandada la prestación de servicios de salud, no se puede alegar como fundamento legal que la labor realizada por la actora no pudiera ser ejecutada por otras personas de planta de la misma institución, además, no ejerció dicho cargo en forma temporal, sino por el contrario la vinculación se mantuvo por espacio de 07 años, 10 meses y 07 días, cumpliendo expresamente la demandante la voluntad de su empleador bajo la supervisión por parte de éste, así se desprende de los contratos de prestación de servicios obrantes en el plenario y de las declaraciones recaudadas; labor que comporta un verdadero contrato de trabajo, previsto en nuestra legislación laboral en los artículos 2° y 3° del Decreto 2127 de 1945, es decir, prestación del servicio personal, subordinación y un salario como compensación al servicio prestado.
De conformidad con lo sostenido por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, la aplicación de la sanción moratoria no es automática ni inexorable, sino que debe aparecer de manera palmaria que el empleador ha obrado de mala fe al no pagar a su trabajador lo adeudado por salarios y prestaciones sociales. Esto significa que si se prueba con razones atendibles el por qué no ha hecho ese pago, se coloca en el campo de la buena fe que lo exonera de la sanción por mora.(Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Rad. 33966 del 22 de octubre de 2008. MP. Luis Javier Osorio López.)
Con base en lo anterior se requiere para el éxito de la pretensión por indemnización moratoria que el empleador a la finalización del contrato de trabajo que lo unió con el trabajador no le cancele lo correspondiente a salarios y prestaciones sociales, o que habiéndolo hecho no efectúe el pago inmediatamente concluye la relación laboral. 

Si bien es cierto, que en el presente caso se concluyó que entre las partes distanciadas en juicio existió una verdadera vinculación laboral, también lo es que tanto a la iniciación como a la culminación de la prestación del servicio de la actora la entidad demandada tenía el convencimiento que la vinculación se encontraba regida por contratos de prestación de servicios de conformidad con lo previsto en la Ley 80 de 1993, por lo que no se generaban prestaciones sociales, es decir, la controversia de la litis estaba enmarcada en la existencia o no de una vinculación laboral, luego entonces, al estar en controversia la existencia del contrato de trabajo entre las partes, no puede endilgarse mala fe en el actuar de la entidad demandada, pues creyó no adeudar prestaciones sociales a la terminación del contrato.

Así las cosas no evidenciándose mala fe en el actuar de la entidad demandada, no hay lugar la indemnización moratoria reclamada, como lo concluyó la a quo.

Fecha: 10 02 09

Rad.09 2004 00218 01

Acta 06

Proceso: Ordinario. Contrato de trabajo. 

Pretensión: Reconocimiento de contrato de trabajo, cesantías, intereses de cesantía, indemnización moratoria y demás prestaciones.

Sentencia de primera instancia: Declaró que entre las partes existió un contrato de trabajo

Problema jurídico: Si entre las partes existió una verdadera vinculación laboral, si la liquidación de cesantía se ajusta a derecho y si hay lugar o no a la indemnización moratoria e intereses de  cesantía.

Decisión de segunda instancia: Confirma.

MP. Aura Esther Lamo Gómez

Salvamento de Voto: Refiriéndose a la indemnización moratoria, el MD considera que “…no se puede invocar por la sola negativa de la relación laboral, ya queda eximida la entidad, pues, sería promocionar conductas patronales que no tendrían ninguna consecuencia, pues, lo que no paguen durante la relación en haberes laborales. Los pagan con la orden judicial, pero sin indemnización, con lo que se estaría tácitamente ahorrando la entidad un dinero y pagando sumas desvalorizadas, sin ninguna consecuencia, por lo que no siempre se debe eximir de tal indemnización.”

“Solo se debe absolver de esta indemnización cuando verdaderamente haya buena fe, no traslapada tras el ropaje normativo de unos contratos de prestación de servicios, que son un medio reiterativo utilizado para escamotear los derechos de los trabajadores, por ello esa absolución debe reunir algunas condiciones,…”

MD. Luis Gabriel Moreno Lovera. 

=====000=====

CONTRATO DE TRABAJO

Principio de Primacía de la realidad. 

Buena fe de la parte demandada.

De conformidad con el  principio de primacía de la realidad, las relaciones jurídicas sustanciales surgidas entre el  empleador y el trabajador con ocasión de una relación de trabajo priman sobre las formas jurídicas que de manera general permiten documentar una relación de este estilo. Dicho principio  se sustenta en la existencia de una relación de trabajo que se convalida por la situación real y las condiciones en que se encuentra el trabajador respecto de su empleador, y no depende de la apariencia contractual que se haya adoptado, de allí  que el alcance del principio de la primacía de la realidad pretende esencialmente es demostrar la existencia de un contrato de trabajo.

Ante las pretensiones de indemnización por despido e indemnización moratoria, existe en estos dos casos la buena fe de la parte demandada, pues en su momento consideraba que la relación sostenida  con el actor era de tipo comercial, por lo cual   no se consideró de su parte llenar los requisitos previstos en el ámbito laboral para la finalización de la relación los unía,  e igualmente la no procedencia del pago de prestaciones a favor del actor.
Fecha: 30 01 09

Rad. 12 2004 00021 01

Acta 005

Proceso: Ordinario. Contrato de trabajo.

Decisión de primera instancia: Absolvió  a la parte demandada.

Decisión de segunda instancia: Revoca, declara la existencia del vínculo laboral y condena.

MP. Jorge Eliécer Mosquera Trejos.

=====000=====

CONTRATO DE TRABAJO.

Contrato de prestación de servicios.

Primacía de la realidad.

Analizadas en su conjunto las pruebas recaudadas tanto documentales como testimonial se advierte que la actora prestó sus servicios a la entidad demandada en el cargo de Ayudante de Servicios Generales, labor que ejecutó de manera permanente y continua, teniendo como función hacer los tintos, el aseo en las dependencias asignadas, entre otras, por tanto no se puede alegar como fundamento legal que la labor realizada por la actora no pudiera ser ejecutada por otras personas de planta de la misma institución, además, no ejerció dicho cargo en forma temporal, sino por el contrario la vinculación se mantuvo por espacio de 04 años, 10 meses y 19 días, cumpliendo expresamente la demandante la voluntad de su empleador bajo la supervisión por parte de éste, así se desprende de los contratos de prestación de servicios obrantes en el plenario y de las declaraciones recaudadas; labor que comporta un verdadero contrato de trabajo, previsto en nuestra legislación laboral en los artículos 2° y 3° del Decreto 2127 de 1945, es decir, prestación del servicio personal, subordinación y un salario como compensación al servicio prestado. 

Fecha: 10 02 09

Rad. 10 2003 00460 01

Acta 06

Proceso: Ordinario

Decisión de primera instancia: Condenó al demandado al pago de prestaciones.

Decisión de segunda instancia: Modifica 

MP. Aura Esther Lamo Gómez

=====000=====
CONTRATO DE TRABAJO

Indemnización por despido indirecto.

Relación entre la causa y el efecto que configure la causal de despido invocada.

En el presente proceso que el demandante, quien ejercía un cargo directivo, era conocedor de la situación económica de la empresa y además hacía parte como acreedor en el trámite concordatario, después de haber consentido el actuar de la entidad demandada a partir del año 1999 y por el último trimestre del año 2004, invoque incumplimiento del pago de salarios cinco (05) días antes de la terminación de la licencia no remunerada que disfrutaba, y transcurridos más de tres (03) meses del no pago de salarios, luego entonces, no existe relación entre la causa y el efecto, pues en su debida oportunidad no manifestó inconformidad alguna, continuando con la prestación del servicio en el cargo que ejercía, y aún más, solicitó licencia no remunerada por el término de tres meses para ausentarse de sus labores y vincularse laboralmente con otro centro médico, según relata el testigo, hecho que bien pudo haber motivado su terminación del contrato con el Hospital demandado.

Por otro lado, debe precisarse que la sentencia de la Corte en que fundamentó la a quo su decisión, si bien es de vieja data, también lo es que guarda relación con el análisis de la causal de despido invocada por el actor, además la oportunidad en que se presentó la demanda incide para el estudio de la excepción de prescripción cuando se está frente a un derecho reconocido. 

Así las cosas, no habiendo demostrado el actor que el incumplimiento del pago de los salarios de febrero a julio de 1999 y último trimestre de 2004 fuera la causa real que motivó la terminación del contrato de trabajo, pues como se indicó anteriormente no existió relación entre causa y efecto que configurara la causal de despido invocada, no hay lugar a la indemnización reclamada como lo concluyó la a quo.
Fecha: 10 02 09

Rad. 01 2005 00363 01

Acta 06

Proceso: Ordinario. Indemnización por despido indirecto

Decisión de primera instancia: Absuelve al hospital demandado de los cargos formulados con la demanda.

Decisión de segunda instancia: Confirma.

MP Aura Esther Lamo Gómez

=====000=====
CONTRATO DE TRABAJO

Por duración de la obra o labor contratada

Terminación ilegal

Indemnización por terminación

Responsabilidad solidaria de la empresa beneficiaria con la empresa  contratista por el valor de los salarios, prestaciones e indemnizaciones a que tengan derecho los trabajadores

Tenemos que la empresa demandada  realizó un despido anormal e ilegal al  demandante, toda vez  que señala como causa de terminación del contrato, la terminación de la labor encomendada, aduciendo  que la  empresa beneficiaria resolvió  terminar las actividades  del servicio de mantenimiento que con ellos tiene  contratada,  lo cual no es cierto, toda vez que en el escrito precedente  enviado por la empresa beneficiaria, claramente manifiesta a la empresa contratista., no que se terminen las actividades  a ellos encomendadas sino que se reduzca el personal que  consideren necesario,   situación que no esta contemplada en la Cláusula 5ª del contrato  individual  de trabajo por duración  de la labor contratada suscrito con el actor, y en donde se indica que la duración del contrato  será  el tiempo  que dure la  realización de la labor  contratada,  situación que no se presentó en este caso, pues sólo se indica la reducción de personal, sin manifestar que se haya terminado el contrato comercial  suscrito entre la empresa contratista y la empresa beneficiaria. 

Frente  a esto,  tenemos que el actor es merecedor de la indemnización  por  terminación anormal e ilegal de su contrato  individual de  trabajo  por duración de  obra o  labor contratada,  la cual equivaldría al tiempo que  faltare  para la finalización  de la obra o labor, sin  ser   inferior a 15 días, pero como quiera que él no allegó al plenario  prueba que acredite en que tiempo terminaría el contrato PC-85  suscrito entre el contratista y la empresa beneficiaria, o si aún sigue vigente,  toda vez que el mismo superó su término de finalización inicialmente pactado (24 meses), por lo tanto, tal  indemnización equivaldrá a 15 días   de salario,  por un valor de $750.000.oo., partiendo de la base de que la demandada acepta que el actor devengaba un salario promedio de $1.500.000.oo

Fecha: 25 03 09

Rad. 10 2006 319

Acta 010

Proceso: ordinario.

Decisión de primera instancia: Absolvió a las empresas demandadas

Decisión de segunda instancia: Revoca y condena a pagar solidariamente por concepto de indemnización.

MP. Carlos Alberto Oliver Gale.
=====000=====
CONTRATO DE TRABAJO.

Despido injusto

Acto inmoral o delictuoso

Si el trabajador demanda ante la especialidad laboral, el juez laboral es competente para la calificación de los actos inmorales o delictuosos, sin que tenga que esperar las resultas del proceso penal. 

Posterior al despido no pueden alegarse causales o motivos distintos y las condiciones de cómo debe expresarse la causa. 

Para efectos de determinar las causas que dieron origen a la terminación del contrato, es decir, si encuadran dentro  de las justas causas contempladas en el articulo 7 del Decreto 2351 de 1965, que subrogó el artículo 62 del C.S.T., es necesario hacer alusión a lo siguiente: el trabajador debe probar que fue despedido de forma unilateral por parte del empleador, hecho probado en este  proceso, según carta de despido, trasladándose la carga probatoria al empleador para que demuestre las causas que invocó para terminar la relación laboral.  En este orden de ideas, el empleador arguye que  fundamenta su decisión para dar por terminado unilateralmente el contrato de trabajo en la causal estipulada  en el numeral 5, literal A, articulo 7 del Decreto 2351 de 1965, que preceptúa  “Todo acto inmoral o delictuoso  que el trabajador cometa en el taller, establecimiento o lugar de trabajo, o en el desempeño de sus labores asignadas”, más específicamente, por el delito de peculado por uso. En el caso concreto, la demandada al efectuar la auditoria, concluyó que con la clave del demandante se realizaron modificaciones  y eliminaciones en el registro del sistema sin autorización, en la parte de comparendos y otros en horario de trabajo y por fuera de este, afirmando que se hicieron en las horas de la madrugada, en un terminal y sede diferente  al puesto de trabajo del actor;  por otra parte aclaran que los guardas de seguridad violaron  los procedimientos establecidos  para el control  de acceso a las instalaciones, donde permitieron el ingreso de personal  no autorizado a trabajar en horas no laborales,  es más afirman que uno de los guardas  que prestaba  turno ingresó y manipuló  un computador  para jugar carta blanca y solitario. Fecha: 25 02 09
Rad. 06 2004 239 01

Acta 007

Proceso: Ordinario.

Decisión de primera instancia: Absuelve a la demandada.

Decisión de segunda instancia: Revoca y condena al reconocimiento y pago de indemnización por despido injusto.

MP. Carlos Alberto Oliver Gale

=====000=====

CONTRATO DE TRABAJO

Empresas de servicios temporales

Empleador es la empresa de servicios temporales y no el usuario. La Ley 50 de 1990 no dispuso que respondieran solidariamente respecto de las acreencias laborales. La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia  ha considerado la solidaridad en aquellos eventos en donde ha transgredido el término de seis (6) meses y su prórroga, ora cuando la contratación resulta simulada o fraudulenta.

Encuentra la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali,  que el contrato se hizo trasgrediendo las limitaciones impuestas por la ley 50 de 1990, artículo 77, ya que la duración del mismo sobrepasó los seis meses iniciales y los seis de prórroga

El anterior recuento probatorio además de indicar que la contratación de la actora se hizo desconociendo lo dispuesto en el artículo 77 de la ley 50 de 1990, también nos permite concluir que el contrato que vinculaba al actor no era por la duración de la obra o labor determinada sino que encubría en verdad un contrato a término indefinido, entre otros aspectos por la permanencia en la labor, lo cual descarta que dicho contrato haya sido para una  labor u obra determinada.

Siendo lo anterior así, para efectos de dilucidar la pretensión de indemnización por despido injusto, tenemos que decir que el actor acreditó el despido, ya que reposa en el expediente, la comunicación donde se le indica el 15 de septiembre  de 2000, termina la labor para la cual fue contratado

Partiendo de la base de que en realidad el contrato de trabajo no era por duración de la obra o labor contratada, tenemos que no resulta como justa causa la alegada por la demandada, lo que torna el despido en injusto, dando lugar a la indemnización por despido injusto, 

Ante la trasgresión del artículo 77 de la ley 50 de 1990, hace responsable tanto a la usuaria como a la empresa de servicios temporales en forma solidaria, lo cual implica que se puede perseguir a cualquiera de los deudores de conformidad con la normatividad del Código Civil.
Fecha: 25 02 09

Rad. 03 2001 00157

Acta 007

Proceso: Ordinario

Pretensión: Reliquidación de cesantías, intereses de cesantía y pago de la indemnización por despido injusto e indemnización moratoria pensional, indexación y costas.

Decisión de primera instancia: Absolvió a la demandada de todos los cargos formulados por el actor.

Decisión de segunda instancia: Condena en forma solidaria a empleador y al usuario a pagar la indemnización por despido injusto absolviendo por lo demás. 

MP. Carlos Alberto Oliver Gale.

=====000=====

CONTRATO DE TRABAJO 

Elementos esenciales 

Al trabajador solo le basta acreditar la existencia de la relación laboral para que opere la presunción legal de contrato de trabajo. Para desvirtuarla el empleador tendrá que acreditar que esa relación nunca estuvo presidida por un contrato de trabajo aportando los elementos probatorios que le permitan al fallador llegar a tal conclusión. 
De las pruebas documentales allegadas al proceso, no se vislumbra alguna que contribuya al reconocimiento de una relación laboral entre las partes; es más, el único documento de los que se aportan y que referencia al demandante, es el contrato de arrendamiento suscrito el 1° de Mayo de 1999 entre demandado y demandante, prueba por demás, explicita en demostrar que la relación vinculante que se discute no tuvo en principio el carácter laboral. 

Ahora bien, las pruebas testimoniales aportadas al proceso por los demandados, coinciden en describir que el demandante no tenía funciones laborales, que estaba inicialmente en una empresa  y luego en el establecimiento de comercio de propiedad de los demandados, recibiendo una ayuda en la vivienda y una suma de dinero para gastos propios, gracias a la generosidad de los demandados. Pero no se halla la existencia de una relación laboral que conduzca al éxito de lo pretendido por el demandante, ello porque ni siquiera se logra demostrar la prestación de un servicio personal.

Fecha: 25 03 09 

Rad. 760013105 003 2004 00701 01 

Acta 138 

Proceso: Ordinario 

Pretensión: Contrato de Trabajo. Horas extras, recargos nocturnos, dominicales y festivos.Cesantías. 

Decisión de Primera Instancia: Absolvió de todos los cargos a los demandados.

Decisión de Segunda Instancia: Confirma.   

M.P. Antonio José Valencia Manzano. 

===== 0 0 0 =====
CONTRATO LABORAL

Trabajadores Oficiales del ISS

La prima de servicios no opera para los trabajadores oficiales de carácter nacional

Se presenta la existencia de una relación laboral contractual cuando se evidencia una personal prestación del servicio remunerada, sobre todo cuando se debe cumplir con un horario, algo propio de la subordinación laboral.

El ISS está facultado para actuar conforme a la ley 80 de 1993. De acuerdo a la ley 100 de 1993, los trabajadores continúan con su carácter de empleados a la seguridad social. Excepcionalmente los particulares que presten sus servicio a la administración pública lo pueden hacer pero de modo temporal, que es lo que manda la misma ley 80 de 1993 cuando perfila como elemento propio del contrato administrativo de prestación de servicios la temporalidad. Por regla general, los servidores del ISS son trabajadores oficiales quienes prestan por mandato legal su concurso personal mediante un contrato laboral, el que incluso se presume según lo postula el art. 20 del Decreto 2127 de 1947, de ahí que quien desee favorecerse con la contratación administrativa deberá acreditar los elementos tipo de esta clase de contratación, vale decir, que el servicio contratado no podía realizarse con el personal de planta de la entidad y se requería de conocimientos científicos especializados, empero lo claro y diáfano es que tal servicio no fue temporal como tampoco haberse demostrado ser imposible prestarlo con el personal médico de planta, y además, ser la especialidad en psiquiatría necesidad común en la prestación u objeto médico de la entidad.

Es importante recordar que la prima de servicios no opera para los trabajadores oficiales de carácter nacional, por lo tanto, el Tribunal revoca parcialmente la sentencia del Juzgado en lo pertinente a la condena de la prima de servicios al ISS.

Fecha: 20 02 09.

Radicación: 76001-31-05-003-2004-00500-01

Acta: 01

Proceso: Ordinario Apelación.

Petición: Obtención del reconocimiento y la existencia del contrato laboral y el pago de las acreencias laborales, prestacionales e indemnizatorias.
Decisión de Primera Instancia: Condena al ISS a pagar a favor del demandante las sumas de dinero correspondientes a cesantías, prima de servicios, vacaciones, aportes a seguridad social. Se absuelve en las demás pretensiones.

Decisión de Segunda Instancia: Modifica, revoca, absuelve y confirma.

MP: Carlos Alberto Carreño Raga.

===== 0 0 0 =====

CONTRATO DE TRABAJO A TERMINO FIJO

Duración de los contratos de trabajo en el sector oficial

Decreto 2127 de 1945 art. 38

Indemnización por el no pago de prestaciones sociales. 

Indemnización por la no consignación de las cesantías

En los contratos a término fijo, una de las partes puede manifestarle a la otra que no tiene intención de continuar la vinculación, y esa declaración de no prorrogar el contrato, cuando viene de una sola de las partes, sólo es unilateral en apariencia, porque dentro del marco integral del contrato es el acuerdo mismo y por lo mismo no hay lugar a indemnización alguna. 

Según el criterio de la H. Corte Suprema de Justicia, la indemnización por el no pago de las prestaciones sociales no es automática, y se justifica en tanto y cuanto se evidencie mala fe por parte del empleador. En este proceso, se trata de un contrato a término fijo inicialmente pactado a un año, prorrogado en un tiempo total de un año, ocho meses y siete días. No hay constancia de que la empleadora haya cancelado las prestaciones sociales generadas y no es válido el argumento de que el a quo le está dando al contrato suscrito entre las partes una connotación jurídica diferente a la que la ley tiene. 

En cuanto a la condena de indemnización por la no consignación de las cesantías parciales correspondiente al año 1996, en virtud de la ley 50 de 1990, se revoca por cuanto el régimen del actor era de carácter retroactivo, en la medida que cuando inició la relación laboral no estaba vigente la Ley 344 de 1996 y además el hecho de que el actor al haber prestado sus servicios a una empresa industrial y comercial del Estado, adquirió la condición de trabajador oficial durante su relación laboral, y la norma en mención solo está instituida para el sector privado. 

Fecha: 25 02 09

Rad. 03 2000 00783 01

Acta 009

Proceso: Ordinario

Pretensión: Pago de prestaciones sociales, indemnización por despido injusto e indexación.

Decisión de primera instancia: Declaró no probadas las excepciones y condenó a la demandada.

Decisión de segunda instancia. Revoca y absuelve por la pretensión de indemnización por despido injusto e indemnización moratoria, confirmando en lo demás. 

MP. Jorge Eliécer Mosquera Trejos.

Salvamento de Voto: El demandado en nada cuestionó las condenas en concreto y se limitó a expresar razones dirigidas a otros contextos. El Tribunal no podía abrogarse funciones que no le están dadas so pretexto de examinar unas condenas que a la parte demandada no le importó. La impericia o incompetencia de las partes no puede resolverla oficiosamente el juez de segunda instancia que está atado por la consonancia y carece de facultades extra y ultra petita. Para defender la ilegalidad también existen procedimientos que deben cumplir los sujetos procesales.

MD. Fabián Vallejo Cabrera.  

=====000=====

CONTRATO  A TERMINO FIJO INFERIOR A UN AÑO

Terminación por expiración del plazo pactado.

Indemnización por despido en estado de embarazo.

Licencia de maternidad.

La comunicación antelada de 30 días, del art. 46 del CST., no es despido, es ejercicio del derecho que tienen las partes a no prorrogar el contrato a término fijo inferior a un año. 

La licencia de maternidad, cumplidos los requisitos de afiliación y cotización por el empleador, es a cargo de la EPS, sin que este se exima de su colaboración. 

Empleador no está obligado a conocer o presumir por si solo el estado de embarazo de la trabajadora.

No es  viable concluir que el contrato de trabajo suscrito por la demandante con la entidad demandada, se haya renovado por el término de un (1) año, como quiera que la norma es clara en indicar que solo al cabo de la tres (3) prórrogas podrá renovarse por un (1) año y siendo el deseo del empleador no prorrogarlo por una cuarta vez, no es aplicable tal extensión del plazo para la terminación del contrato, razón por la cual, del ejercicio del derecho a no prorrogar por cuarta vez el contrato, no deviene un despido injusto, puesto que lo que operó  en este caso fue la causal de terminación de los contratos del literal c), del Art. 61 del C.S.T., es decir, el contrato terminó por expiración del plazo fijo pactado, y conforme lo establecido en la ley. 

Por lo antes expuesto, la Sala concluye que el empleador terminó el contrato conforme a derecho, y que no se trata de un despido y, por lo tanto, absolverá a la entidad demanda de esta pretensión, revocando la decisión del a quo. 

Observa la sala que la actora no cumplió con el requisito exigido por la norma, la cual es clara en cuanto a que ésta debía presentar ante su empleador constancia del estado de su embarazo, acompañada del gravidez que informa sobre el estado del mismo y el tiempo probable del parto, con las indicaciones necesarias, razón por la cual, no puede pretender ahora invocar un despido porque haya el empleador tenido el conocimiento legal de su estado de embarazo, sin haber notificado oportunamente a su patrono sobre su estado tal como lo exige la ley,  pues no es obligación del empleador presumir o suponer la existencia de un embarazo, como quiera que el mero abultamiento del vientre no siempre constituye prueba de que la mujer se encuentre en estado de gestación, ya que existen una gran cantidad de circunstancias que pueden generar que la fisonomía femenina cambie abruptamente hasta el punto de imitar un embarazo por el abultamiento pronunciado del estómago, como por ejemplo, en el caso del cáncer de estómago, enfermedad que cuando empieza a desarrollarse produce una acumulación gradual de líquidos en el estómago que se asemejan perfectamente a un embarazo, por lo anterior, no puede existir duda alguna sobre el estado de gravidez de la demandante y la certeza solo puede dársela al empleador tal como lo indica la ley, el certificado expedido por el médico tratante de la E.P.S. que atiende a la trabajadora.

Quedando  precisado  que el empleador ejerció el derecho que le da el artículo 46 del C.S.T, de dar con treinta días de antelación el aviso a la trabajadora que su contrato vencía el ‘próximo 06 de mayo de 2004’, con lo que implícitamente le estaba comunicando que no se prorrogaría a partir de esa fecha, es una prerrogativa que, en igualdad de condiciones para ambas partes,  la ejerció la empleadora, por lo que no puede endilgarse despido en el contexto negativo del artículo 62 y 64 del C.S.T. ni 239 ibidem, por lo que no puede imponerse condena en este sentido y como consecuencia deberá revocarse la sentencia de primera instancia en este punto y absolverse a la entidad demandada.
Fecha: 25 02 09

Rad. 02 2004 00591 00

Acta 016

Proceso: Ordinario

Pretensión: Terminación del contrato fue injusto y no se reconoció licencia de maternidad.

Decisión de primera instancia: Condenó a la demandada a pagar la indemnización por despido en estado de embarazo, indemnización por despido injusto y la licencia de maternidad.

Decisión de segunda instancia: Revoca, absuelve a la demandada y condena a la EPS a pagar la licencia de maternidad.

MP. Luis Gabriel Moreno Lovera. 

CONTRATO DE TRABAJO

Carga probatoria

Deber del empleador de probar el pago de los salarios reclamados

Tanto la doctrina como la jurisprudencia han considerado que a nivel probatorio, es en principio a la parte demandante a quien incumbe  demostrar los supuestos fácticos que  sustentan el derecho incoado y la no satisfacción de esta carga es sancionada con la desatención de las pretensiones demandadas. 

De esta manera sería propio afirmar que  si en principio fue satisfecha la carga probatoria por quien pretende algo, esta, la carga de probar, se traslada en lo demás a quien corresponde desvirtuar los supuestos fácticos bajo los cuales se funda el derecho reclamado.

En este caso, correspondía a la demandada probar el pago efectivo de los salarios reclamados ya que fue ella misma quien alegó que dichos pagos se realizaban mediante consignación en cuenta bancaria a nombre del trabajador, sin dar fe de cuales eran aquellas cuentas y bajo que números de consignación se habían realizado esos pagos “implica este principio la auto responsabilidad de las partes por su conducta en el proceso, al disponer de libertad para llevar o no la prueba de los hechos que las benefician y la contraprueba de los que, comprobados por el contrario, pueden perjudicarlas”(Devis Echandía Hernando. Teoría General de la Prueba Judicial.Tomo I 1ª Ediciòn. Biblioteca Jurídca DIKE.Página 138.), elemento que pasó por alto el a-quo y que permitió absolver a la parte demandada del pago de tales acreencias. 
Fecha:18 03 09

Rad. 06 2005 00202 00

Acta 08

Proceso: Ordinario

Pretensión: Reconocimiento y pago de salarios, horas extras, recargos diurnos y nocturnos, indemnización por despido injusto, dineros de administración o ahorro, reajuste en el pago de vacaciones, cesantías y sus intereses.

Decisión de primera instancia: Declara probada la excepción de inexistencia de la obligación respecto de horas extras diurnas y nocturnas, recargos diurnos y nocturnos, salarios insolutos y reliquidación de prestaciones sociales y condena por indemnización por despido injusto.

Decisión de segunda instancia: Revoca en cuanto a los salarios y condena por este concepto confirmando en lo demás.

MP. Fabián Vallejo Cabrera.
=====000=====

CONTRATO VERBAL DE TRABAJO

Agentes dependientes

Colocadores de apuestas permanentes

Si se prueba la prestación del servicio, la subordinación permanente, pero no se allegan suficientes elementos sobre los parámetros económicos para aplicar el porcentaje, no se debe absolver por falta de prueba del salario.
La demandante  no era trabajadora independiente, ya que no  tenía autonomía operativa, puesto que no gozaba de libertad de escoger el método de trabajo, la estrategia de acción o modo de trabajo, el horario o tiempo que dedicaba a la labor, los descansos, el lugar o sitio de trabajo, la cantidad de trabajo a realizar  diaria, semanal o mensualmente , los instrumentos , materiales que más le interesen o convengan al trabajador independiente para prestar  el servicio, para efectuar la tarea; tampoco tenía autonomía administrativa , puesto que no contaba con libertad para planear, organizar, programar, ejecutar, controlar la prestación del servicio o la ejecución de la venta del chance; no tenía autonomía técnica, puesto que no podía disponer de los procedimientos y recursos de que se sirve la ciencia o arte de la mercadotecnia, en este caso de colocadores de apuestas; dependía de las directrices de la empleadora, junto con los reglamentos del juego del chance o de las políticas reguladoras de la colocación de apuestas permanentes. Definitivamente  no se le puede catalogar como trabajadora independiente en la promoción y venta de apuestas permanentes o chance para la parte demandada.

La prestación personal del servicio es indudable que provenía de la demandante, así lo deponen los declarantes; que era subordinado por cuanto que la parte demandada era la que suministraba el local con pago de los servicios públicos, el cajón, el asiento sin espaldar, las libretas o talonarios del chance; el horario de trabajo de dos de la tarde a diez de la noche, lo acreditan todos los testigos. Sin embargo se debe tener presente que no siempre el horario lo fija de manera expresa el patrono, ya que hay actividades reguladas por los reglamentos expedidos por las autoridades competentes o por el mercado; lo primero en algunas actividades, como en las financieras, que implican atención al público , hay unos horarios establecidos por la superintendencia financiera y el Estatuto Financiero [Decreto 0663 del 2 de abril de 1993],  que imponen un horario para la atención a los usuarios; igual se observa en el transporte público masivo urbano de pasajeros; lo segundo, como en el sorteo de loterías, el cual según reglamentos de los órganos rectores, deben jugar a un horario determinado, por tanto, las actividades de suerte y azar, que giran alrededor de las loterías, deben cerrarse y entregar los talonarios y sobrantes no vendidos, antes de la hora del juego, estas últimas actividades resultan reguladas por el mercado, los usuarios y expendedores o vendedores de chance saben que antes de las diez de la noche, deben cerrar y entregar los talonarios (coletas) vendidos y no vendidos, para evitar fraudes; esos horarios terminan regulando las actividades administrativas de los vendedores y administradores de loterías y chance o apuestas permanentes, a lo cual no escapaba la actividad de la actora.

Si se prueba la prestación del servicio, la subordinación permanente, pero no se allega suficientes elementos sobre los parámetros económicos para aplicar el porcentaje, no se debe absolver por falta de prueba del salario, porque existe el sucedáneo de prueba que lo da el salario mínimo legal mensual vigente (smlmv), para cada año, ya que ningún trabajo dependiente puede ser remunerado por debajo del smlmv. 

Fecha: 25 02 09

Rad. 01 2003 00584 00

Acta 016

Proceso: Ordinario.

Pretensión: Contrato de trabajo verbal y derecho al reconocimiento y pago de  prestaciones sociales.

Decisión de primera instancia: Si bien existió relación laboral no probó la demandante el tiempo real de duración y el salario.

Decisión de segunda instancia: Revoca y declara que entre las partes existió un contrato verbal de trabajo y condena al pago de prestaciones reclamadas, declarando probadas las excepciones de prescripción y buena fe. 

MP. Luis Gabriel Moreno Lovera.

===== 0 0 0 =====
CONTRATO VERBAL DE TRABAJO 


Prueba testimonial y certificaciones sobre constancias de trabajo expedidas por la demandada.
Con las certificaciones expedidas por la demandada en la que manifiesta el tiempo de servicio, labor desempeñada, salario y horario de trabajo se demostró la prestación personal de servicios, y subordinación no obstante los esfuerzos de la demandada y sus testigos por restarle la carga probatoria que ellos portan.  
De la prueba testimonial, no queda duda que  sí prestó servicios en la  oficina de la demandada, y que no fue de manera esporádica, ni a destajo [modalidad que no descarga de obligaciones patronales], en el cargo de secretaria, desde el 05 de julio de 2002 hasta el 22 de julio de 2003, con el salario mínimo y en jornada de 8:00 a.m. a 6:00 P.M., que le correspondían funciones propias de secretaria y hasta de mensajero, recargo de trabajo que recibía de lunes a viernes, lo afirman indubitablemente los testigos corroborado con las certificaciones expedidas, a sabiendas de sus implicaciones jurídicas, por la abogada demandada, con lo que se demuestra la prestación personal de servicios, la subordinación, ya que desempeñaba las funciones de secretaria de abogada, en los asuntos que llegaban a la oficina de la demandada, y no constándole a ningún testigo que atendiera diligencias de otros abogados que no fueran consentidas por la empleadora. Y la remuneración que correspondía al smlmv.

Fecha: 20 02 09

Rad. 04 2003 00857 00

Acta 014

Proceso: Ordinario

Pretensión: Reconozca contrato de trabajo y se ordene el pago de prestaciones sociales, sanción moratoria, y otros derechos.

Decisión de primera instancia: Absolvió porque no se demostró que el servicio prestado por la señora estuviera precedido de subordinación y no encontrarse probada la relacion laboral. 

Decisión de segunda instancia: Revoca y condena al pago de prestaciones sociales.

MP. Luis Gabriel Moreno Lovera.

===== 0 0 0 =====
INCREMENTO PENSIONAL POR CONYUGE

Prescripción.

No es aplicable el artículo 50 del Acuerdo 049 de 1990, pues dentro de él no se incluye de manera clara y expresa término de prescripción para los eventos de incremento pensional.
Con relación al tema de la prescripción tiene dicho la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, a través de su jurisprudencia que el status de pensionado no prescribe, pero las mesadas causadas sí, por lo que se analizará si operó la interrupción de la prescripción en este caso, conforme lo disponen los artículos 489 del C. S. T. y 151 del C. P. T., teniendo en cuenta que ésta se da solo por un lapso igual al de la prescripción inicial que es de tres años.

Según se desprende de la Resolución 003358 de 2000 proferida por el ISS, al actor se le reconoció pensión de vejez a partir del 1º de mayo de 1998, no obstante, éste efectuó su reclamación respecto del incremento por cónyuge el día 17 de junio de 2005, la cual fue recibida efectivamente por el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, el día 25 de julio del mismo año, según se concluye del documento visible a folio 68, donde se visualiza el sello mecánico de la entidad accionada.

Conforme a jurisprudencia reiterada de la Corte Suprema de Justicia – Sala Laboral, pronunciada entre otras, en la sentencia del 21 de noviembre de 2003 (Rad. 21493), en eventos como el presente, en donde la reclamación se presenta dentro de la vía gubernativa, ésta se entiende agotada, pasado un mes sin que la entidad se pronuncie, pues solo a partir de este momento el reclamante está en posibilidad de demandar ante el juez competente, por lo que, en el presente caso dicho evento se produjo el 25 de agosto de 2005 y se desarrolló hasta la misma fecha de 2008.

 La demanda inicial del proceso se presentó ante el Juez Laboral de Reparto de Medellín el 04 de octubre de 2005 y fue remitida por competencia al Juez Laboral de Reparto de Cali, el 10 de mayo de 2007, por tanto, a partir de la reclamación administrativa se contará el término prescriptivo de los 3 años, por lo que se declarará parcialmente probada la excepción de prescripción, respecto de la mesadas causadas con anterioridad al 24 de Julio de 2002 y no como lo concluyó el A quo el 24 de junio del mismo año.
Fecha: 24 03 09

Rad. 10 2007 00200 01

Acta 002

Proceso: Ordinario. Incremento pensional por cónyuge.

Decisión de primera instancia: Condenó a la demandada al reconocimiento y pago del incremento por cónyuge. 

Problema jurídico: Determinar si procede o no el reconocimiento y pago del incremento por cónyuge y si operó el fenómeno de prescripción.

Decisión de segunda instancia: Modifica declarando parcialmente probada la excepción de prescripción de los incrementos pensionales. 

MP. Ferney Arturo Ortega Fajardo. 
=====000=====

INCREMENTO PENSIONAL DEL 14% POR COMPAÑERA 

Sí hay lugar a su reconocimiento por derecho propio y cuando se trata de pensión de vejez reconocida en el régimen de transición con fundamento en el Acuerdo 049 de 1990.

La pensión por vejez fue reconocida bajo el Acuerdo 049 de 1990 aprobado por el Decreto 758 del mismo año , es decir antes de la creación de la ley 100 de 1993 , y siendo que el Decreto en mención es aplicable sólo para reclamaciones ante el ISS , debe darse aplicación a la regla general de prescripción de las leyes sociales dando prevalencia a la prescripción de tres (3) años contados desde que la obligación se haya hecho exigible , regulada por el Estatuto Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social , es decir , lo dispuesto en los artículos 488 del Código Sustantivo del Trabajo y 151 del Código Procesal del Laboral y de la Seguridad Social por tratarse de una acción de carecer judicial . 

Así las cosas , dado que la obligación surge desde que se hizo exigible , es decir , cinco (5) días después de la notificación si no se han interpuesto recurso en la vía gubernativa (artículo 51 y 62 del Código Contencioso Administrativo ) , notificación del acto administrativo que se cumplió el 19 de diciembre de 1990 , sin que conste la interposición de recursos , el término de los tres años para efectos de la prescripción ya estaría consumado ; pero habiéndose presentado la reclamación administrativa el 24 de julio de 2007 , y por tratarse de una obligación de tracto sucesivo , prescribieron los incrementos anteriores al 24 de julio de 2004 , fecha a partir de la cual se deben reconocer al demandante  los incrementos pensionales por su compañera permanente . 

Fecha: 27 02 09 

Rad. 09 2007 00649 01 

Acta 018 

Proceso: Ordinario 

Pretensión: Incremento pensional del 14% por compañera 

Decisión de Primera Instancia: absuelve al ISS de todas y cada una de las pretensiones contenidas en la demanda.

Decisión de Segunda Instancia: Revocó y declaró parcialmente probada la excepción de prescripción.

M.P. Aura Esther Lamo Gómez. 

===== 0 0 0 =====
INCREMENTO PENSIONAL DEL 14% POR CONYUGE

Carga de la prueba

Convivencia,  dependencia económica y no disfrutar de pensión alguna.

La sola declaración de la cónyuge no puede ser tomada en cuenta como base para declarar el pretendido derecho.  

Respecto de la condición de cónyuge, la permanente convivencia, la dependencia económica y no disfrutar de pensión, solo rindió declaración la cónyuge, por lo que se considera que no existe dentro del plenario prueba que logre generar convencimiento pleno que la cónyuge del actor dependiera económicamente  del mismo y su permanente convivencia. Esta prueba no puede ser tenida en cuenta como base para declarar la existencia del pretendido derecho, pues existe directa relación entre la declaración, la existencia y el derecho como tal.
Fecha:31 03 09

Rad. 12 2007 00544 01

Acta 014

Proceso: Ordinario

Pretensión: Reconocimiento y pago del incremento pensional del 14% para la cónyuge del pensionado.

Decisión de primera instancia: Condenó al ISS a pagar el incremento pensional.

Decisión de segunda instancia: Revoca y absuelve el ISS

MP. Antonio José Valencia Manzano.  
===== 0 0 0 =====

NULIDAD

Empleado público.
Cargo de Visitador familiar
Demandante no acreditó que sus funciones desempeñadas correspondían a la construcción o sostenimiento de obras públicas, para catalogarlo como trabajador oficial, lo que se infiere que durante la existencia de la relación laboral detentó la calidad de empleado público y por lo tanto, sus pretensiones son objeto de debate en lo contencioso administrativo. 

La condición de empleado público, como lo ha sostenido la Sala Laboral de la H. Corte Suprema de Justicia, no se desprende del acta de posesión, pues la naturaleza jurídica del vínculo de los servidores públicos, no se acredita con su forma de vinculación, sino de acuerdo a lo que prescribe la ley. Amen que como lo afirma la H. Corte Constitucional en la sentencia C-1027 del 27 de noviembre de 2002 “... es la materia de la controversia lo que define la jurisdicción competente y no el estatus jurídico del trabajador”, agregamos, ni la normatividad aplicable a lo sustancial del caso (Criterio Estatutario).

 La planta de personal de las Secretarias del Municipio de Cali, creadas por el Gobierno, está conformada por servidores que por la naturaleza de la institución ostentan la calidad de empleados públicos, porque solo por excepción son trabajadores oficiales, aquellos que, sin ser directivos, se dedican al mantenimiento de la planta física y de servicios generales. (Criterio Funcional).

Así el artículo 292 del Decreto 1333 de 1986, al que debemos recurrir en virtud de la ausencia de prueba normativa concreta, la cual estaba a cargo de la parte demandante, establece: 

  Artículo 292º.- Los servidores municipales son empleados públicos; sin embargo, los trabajadores de la construcción y sostenimiento de obras públicas son trabajadores oficiales...”
En estas condiciones según lo afirmado por el demandante en el libelo de la demanda durante la relación contractual se desempeñó como Visitador Familiar adscrito a la Unidad de Saneamiento No. 3 de Control contra el Dengue, de la Secretaría de Salud del municipio de Cali, lo que se corrobora con los contratos adjuntos al proceso, quedando desde la vigencia del Decreto mencionado automáticamente hasta la finalización del vínculo como empleado público, ya que no acreditó teniendo la carga de hacerlo, que sus funciones desempeñadas correspondían a la construcción o sostenimiento de obras públicas, para así catalogarlo como trabajador oficial, lo que permite inferir como ya se indicó, que efectivamente la parte demandante durante la existencia de la relación laboral detentaba la calidad de empleado público y que las pretensiones son objeto de debate en lo contencioso administrativo, según los antecedentes normativos y probatorios. 
Fecha: 20 02 09

Rad. 07 2003 00738 00

Acta 014

Proceso: Ordinario.

Pretensión: Existencia de una relación laboral y se condene al pago de cesantías, intereses, prima de servicios, vacaciones, indemnización moratoria, sanción por incumplimiento de lo ordenado en el art. 99 de la Ley 50 de 1990.

Problema jurídico: Determinar si durante la existencia de la relación laboral el demandante ostentó la calidad de empleado público o trabajador oficial.

Decisión de primera instancia: Condenó al Municipio de Cali al pago de cesantías, intereses, primas y vacaciones. Absolvió por lo demás.

Decisión de segunda instancia. Declara la nulidad de todo lo actuado

MP. Luis Gabriel Moreno Lovera
===== 0 0 0 =====
PENSION DE INVALIDEZ

 Semanas cotizadas

Mora en el pago de los aportes

ISS no tuvo en cuenta cotizaciones en mora  canceladas por el empleador en fecha posterior a la  estructuración de la invalidéz. 
ISS no demostró haber realizado las gestiones encaminadas al cobro de las cotizaciones  en mora en contra de la empresa empleadora del afiliado.
Encuentra la Sala que las semanas requeridas por la norma aplicable al caso concreto si fueron efectivamente cotizadas por el actor, lo que se configura como elemento principal de la decisión de primera instancia es que algunos de dichos períodos fueron cancelados en mora; al respecto, la Corporación dice que la decisión tomada por el a quo no se atempera al criterio jurisprudencial que en la actualidad se maneja, y a raiz del cual dichos períodos de tiempo si deben contabilizarse pese a que su pago haya sido efectuado de manera extraordinaria en fecha posterior a la estructuración de la invalidez; lo que significa que la mora en la cancelación de los aportes ya no excluye a la entidad aseguradora del reconocimiento de las prestaciones que con base en ese período de tiempo se hayan consolidado, salvo si demuestra que ejerció las acciones tendientes para lograr su pago. 

Fecha:25 03 09

Rad. 056 2006 00232 01

Acta 013

Proceso: Ordinario

Pretensión: Reconocimiento y pago de pensión de invalidez.

Decisión de primera instancia: Absovió al ISS por no estar acreditado el número de semanas exigidas por la Ley 100de 1993 y modificada por la Ley 860 de 2003.

Decisión de segunda instancia: Revoca y condena al ISS al reconocimiento y  pago de la pensión de invalidéz con retroactividad y pago de intereses moratorios. 
MP. Antonio José Valencia Manzano.
===== 0 0 0 =====

PENSION DE SOBREVIVIENTE

Prueba de convivencia

Tercera edad.
El hecho de haber procreado un hijo no demuestra por sí solo que hubiese existido un compromiso afectivo entre ambos al momento del deceso del causante.

La Corte Constitucional se ha  pronunciado respecto de cuando se pertenece a la tercera edad. 

Si bien es cierto el demandante en el sub lite es persona mayor (59 años – FL. 13),  también lo es que la Corte Constitucional en Sentencia T-463 de 2003, T-1226 de 2000, T-456 de 1994, se ha pronunciado respecto de cuando se pertenece o no a la “tercera edad”, concluyendo que lo serán aquellas personas que tengan setenta (70) años o más. A lo anterior, resulta preciso destacar que no es totalmente cierto que el demandante a su edad –59 años- sufra de Alzhaimer o disminución en su capacidad física, pues es la ciencia medica la idónea para dictaminar la disminución de la capacidad física, sensorial y psíquica como consecuencia natural de la edad; ahora bien, no se advierte dictamen alguno sobre la pérdida de capacidad del demandante, razón por la cual debe confirmarse la decisión de primera instancia. 

Por otra parte, no estando probada la convivencia del actor y la causante, ni siquiera resulta probable considerar la aplicación del principio de la condición más beneficiosa como pretende la recurrente.

Analizando las pruebas en conjunto puede concluirse que el demandante no logró probar efectivamente que hubiera una comunidad de vida con la consorte fallecida, dado que la sola circunstancia de haber procreado una hija que hoy tiene treinta y tres años, no demuestra por sí solo que hubiera existido un compromiso afectivo entre ambos al momento del deceso de la causante.

Fecha: 10 02 09

Rad. 03 2005 00202 01

Acta 05

Proceso: Ordinario. Sustitución pensional. Pensión de sobreviviente.

Problema jurídico: Determinar si el demandante tiene derecho a la pensión de sobreviviente en su calidad de compañero permanente y si aparece probada la convivencia al momento de la muerte del causante. 

Decisión de primera instancia. Absuelve a la demandada

Decisión de segunda instancia. Confirma

MP. Aura Esther Lamo Gómez
+
=====000=====

PENSION DE SOBREVIVIENTE

Convivencia efectiva con el afiliado o pensionado
 Confesión de no convivencia  de la demandante  con el causante, en escritura pública.
En lo que tiene que ver con las declaraciones que hagan los interesados en escritura pública, tendrán entre otros y sus causahabientes el alcance probatorio señalado en el artículo 258;  respecto de terceros, se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica (artículo 264 CPC)
Es cierto que las declaraciones emitidas en una escritura  pública pueden ser desvirtuadas, no es menos cierto que los demandados  , son terceros , por ende,  frente  a ellos la prueba  debe analizarse  conforme a las reglas de la sana critica,  que para el caso, se observa,  que tal declaración  es espontánea, y como se ha comprobado libre de vicio de coacción, por ende  debe aceptarse, con la advertencia  de que también debe valorarse en conjunto  con las demás pruebas.

De las pruebas allegadas al proceso, la Sala no  vislumbra que la demandante hubiese sido presionada ni física, ni moral ni sicológicamente, o sufrido amenaza de  naturaleza grave, que la hubiere forzado a  firmar tal  escritura pública.  Bajo las referidas circunstancias, no acreditó a través de elemento de convicción alguno, el vicio del consentimiento que alega y no siendo este hecho materia de presunción, mal puede desconocerse la eficacia de un acto proveniente de persona libre, hábil, capaz para obligarse y asumir los efectos de sus determinaciones.

Fecha: 25 02 09

Rad. 07 1998 431

Acta 041

Proceso: Ordinario.

Pretensión: Reconocimiento de pensión de sobreviviente

Decisión de primera instancia: Declara probada la excepción de inexistencia de la obligación y absuelve a la empresa demandada de todos los cargos formulados en su contra.

Decisión de segunda instancia: Confirma

M.P. Carlos Alberto Oliver Gale.
=====000=====
PENSION DE SOBREVIVIENTE.

Compañera permanente e  hijos menores

Multiafiliación al Régimen de Prima Media con Prestación Definida con el ISS y al Régimen de Ahorro Individual con Porvenir S.A. 
En estas condiciones, es evidente que el causante al momento de su deceso se hallaba afiliado al ISS y estaba cotizando por pensión y por riesgos profesionales, frente a lo cual resulta importante considerar que se presentó un caso de multiafiliación al Régimen de Prima Media con Prestación Definida con el ISS y al Régimen de Ahorro Individual con PROVENIR S.A., resuelto por las instancias respectivas en el sentido de que el llamado a responder por las prestaciones económicas del causante era el ISS en el evento de tratarse de una pensión de sobreviviente de origen común.
Pero la conclusión de tratarse de un accidente de trabajo es aún más contundente con la sentencia anticipada 005 del 11 de febrero de 1998 proferida por el Juzgado 19 Penal del Circuito de Cali , en donde se pone de manifiesto que el causante estando en ejercicio de su labor de vigilancia intervino para evitar el asalto en el lugar, pero le dispararon y resultó muerto,

En materia probatoria todos los medios de prueba son admisibles, el juzgador no está sujeto a una tarifa legal de pruebas pudiendo formar libremente su convencimiento de acuerdo con los principios de la sana crítica y atendiendo las particulares circunstancias del pleito lo mismo que la conducta procesal observada por las partes, tal como lo prevé el artículo 61 ibídem.

Por último, razón le asiste a la llamada en garantía cuando en sus alegatos en esta instancia  advierte que aún en gracia de discusión, si se admitiera que el deceso no fue consecuencia de un accidente de trabajo –que ya se dijo, sí lo fue- sino de origen común, también estaría llamado a responder el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES por las prestaciones económicas reclamadas en este juicio, en la medida en que se cumplen las exigencias legales, entre ellas las semanas cotizadas antes del fallecimiento, la calidad de las accionantes, la convivencia y dependencia.

Fecha: 24 02 09

Rad. 11 2004 00484 01

Acta 11

Proceso: Ordinario

Pretensión: Pensión de sobreviviente

Decisión de primera instancia: Condenó al ISS y absolvió a la llamada en garantía

Decisión de segunda instancia: Modifica en el sentido de que se reconoce un 50% de la pensión para la compañera y 25% a cada una de sus hijas. 

MP Aura Esther Lamo Gómez 

=====000=====
PENSION DE SOBREVIVIENTES 

Condición más beneficiosa 

La circunstancia de no haber cotizado el causante ninguna semana al ISS, en el año inmediatamente anterior a su fallecimiento, en manera alguna apareja la ineficacia de sus aportes durante más de 20 años.

Entre 08 de marzo de 1988 y el 30 de marzo de 1994, el causante cotizó 309.8571 semanas, esto es, más de 300 semanas en cualquier tiempo antes de la vigencia de la Ley 100 de 1993. En estas condiciones debe aplicarse el principio constitucional de la condición más beneficiosa, previsto en el artículo 53 de la Constitución Política en armonía con lo consagrado en los artículos 6° y 25 del Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año. La pretensión de la accionante está llamada a prosperar, en consecuencia el Instituto de Seguros Sociales debe reconocer y pagar el derecho a la pensión por sobrevivientes a la demandante como compañera permanente de causante y a sus tres hijos menores representados por la accionante, a partir del 17 de noviembre de 2002. 

Fecha: 31 03 09 

Rad. 760013105 – 008 2007 00035 01 

Acta 17

Proceso: Ordinario 

Pretensión: Pensión de Sobrevivientes. Condición más Beneficiosa.

Decisión de Primera Instancia: Absuelve al ISS. 

Decisión de Segunda Instancia: Revoca. 

M.P. Aura Esther Lamo Gómez.

===== 0 0 0 =====
PENSIÓN DE SOBREVIVIENTE

Obtención de la pensión de sobreviviente por su calidad de cónyuge.

Declaración del causante referida a la separación de bienes y liquidación de la sociedad conyugal

El causante falleció por grave enfermedad de transmisión sexual, motivo que impidió la vida marital de la pareja para evitar contagio.

El Tribunal entra a resolver si la demandante es beneficiaria de la pensión de supervivencia del causante cuando resuelve sobre los elementos probatorios para determinar el vínculo existente entre el causante y la demandante. Los testimonios que presentó la parte demandada, sirven de soporte para tener el pleno conocimiento de la convivencia entre el causante y la demandante al momento del fallecimiento, a pesar que se demostró la separación de bienes y la liquidación de la sociedad conyugal, sin hacer vida marital, tal como lo declaró el causante en una carta enviada a la entidad demandada. 

 No podría por tanto, el Derecho, cerrar la vista ante una realidad como la examinada, se trata de una tragedia muy personal materializada en los temores de tan hondo calado que llevan incluso a colocar en estado de definición la relación o convivencia que se lleva con el esposo, que para efectos de una convicción sobre el punto, se llegue inclusive a afirmar que ahora de no haber sido así su decisión estaría también contagiada, siendo de destacar, que a pesar de ello, se continuo brindando otras notas características del matrimonio, al punto que su entorno, sus vecinos o la sociedad, si la reconocen como su esposa con convivencia juntos durante tantos años, como lo dice la junta de acción comunal del barrio donde vivían         

Todas las anteriores circunstancias colocan en estado de definición positiva la solicitud de la reclamante, toda vez que al cercioramiento precedente se une la condición de pensionado del causante, solución que incluye lo referente a los intereses moratorios deprecados, los que se causan a partir del momento del fallecimiento del causante, que lo fue el 7 de enero del año 2001.
Fecha: 20 02 09.

Radicación: 760013105-011.

Acta: 001.

Proceso: Ordinario Apelación.

Petición: Obtención del reconocimiento de la sustitución pensional.

Decisión de Primera Instancia: Absuelve por no advertirse vinculo de pareja o comunidad de esfuerzos a pesar de tener domicilio en común. 

Decisión de Segunda Instancia: Revoca y reconoce a la demandante la pensión de sobreviviente por el fallecimiento de su cónyuge.

MP. Carlos Alberto Carreño Raga.

===== 0 0 0 =====

PENSION DE VEJEZ

Régimen de transición
Promedio en el tiempo que hiciere falta
No obstante la petición del demandante, el juzgado condenó algo que no se le había solicitado esto es que el ISS reliquide la pensión atendiendo la segunda opción contenida en el artículo 36 de la Ley 100, es decir teniendo en cuenta todo el tiempo cotizado. Sin embargo, el demandante se declaró satisfecho y se abstuvo de formular reclamo alguno contra la decisión.
Con fundamento en lo establecido en el inciso final del artículo 305 del CPC, modificado por el numeral 135 del artículo 1º del Decreto 2282 de 1989 y el artículo 306 ibídem,  la Sala  se enfrenta al deber de tener que declarar probada la excepción de inexistencia de la obligación que impuso al ISS el a-quo por haber cumplido con ella el demandado. Se afirma esto debido a que conforme el documento  el ente de seguridad social ya procedió conforme a lo ordenado por la juez de primera instancia esto es a reliquidar la pensión del demandante calculando el IBL con los aportes de toda su vida laboral de lo que dedujo un mayor valor de la pensión del demandante con relación a la inicialmente reconocida.

Siendo ello así, como en verdad lo es, no queda otra alternativa al Tribunal que declarar cumplida la obligación deducida a la ligera en la  primera instancia muy a pesar de que el documento demostrativo del hecho fundante de la excepción estaba plenamente acreditado en autos.
Fecha: 18 03 09

Rad. 04 2008 00016 01

Acta 08

Proceso: Ordinario

Pretensión: Reajuste de la pensión de vejez.

Decisión de primera instancia: Declara no probadas las excepciones propuestas por la entidad demandada y ordena al ISS a reliquidar la mesada pensional aplicando la segunda alternativa del inciso 3 del artículo 36 de la Ley 100, o sea teniendo en cuenta todo el tiempo cotizado durante su vida laboral. 

Decisión de segunda instancia: Revoca y Declara probada la excepción de inexistencia de la obligación.

MP Fabián Vallejo Cabrera. 

=====000=====
PENSION DE VEJEZ 

Existen dos regímenes para pedir la pensión por vejez y uno de ellos es el régimen de transición

Se puede apreciar que la parte actora, reúne los requisitos para acceder al régimen de transición, pues a la fecha de 1 abril de 1994 tenía más de 35 años que es lo requerido, por esto debemos remitirnos al régimen anterior que es el acuerdo 049 de 1990 reglamentado por el decreto 758 del mismo año, en ningún momento podemos obedecer al señalamiento que realiza la parte demandante cuando manifiesta que debe remitirse al decreto 3743 de 1950 sobre el Art. 260 del código sustantivo del trabajo, toda vez que este fue derogado por la ley 100 de 1993, Art. 289; donde se debe aclarar que antes se tenia la jubilación por parte del empleador y  a partir de esta ley 100 esta quedo en cabeza del Instituto de Seguros Sociales, pues este fue quien asumió esta prestación.  
Por esto la parte actora no puede incoar al Decreto 3743 de 1950, pues este no es el régimen anterior, hay una clara confusión con respecto al régimen que debe aplicarse por parte de la demandante. En razón a lo anterior, y al realizar un estudio global del caso, encuentra este despacho que la actora de esta acción estaba efectivamente cubierta por el régimen de transición de que trata la ley 100 de 1993 en su artículo 36, pero el régimen anterior que la cubría es al cual se encontraba afiliada; norma esta contemplada en el acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de 1990. 

Fecha: 31 03 09 

Rad. 760013105 002 200700474 01

Acta 143

Proceso: Ordinario

Pretensión: Pensión de Vejez

Decisión de Primera Instancia: absolvió al Instituto de Seguros Sociales toda vez que considera la actora no cumple con los requisitos de Ley.

Decisión de Segunda Instancia: Confirma. 

M.P. Antonio José Valencia Manzano.

===== 0 0 0 =====
TRABAJO SUPLEMENTARIO

Horas extras.

Carga de la prueba.

La regla de la Carga probatoria como medular del proceso en la medida en que frente a la obligación  que tiene el Juez de dar solución a los conflictos sometidos a su consideración, le sirve de parámetro para conceder o negar las peticiones de las partes en forma especial  en los casos en que ellas no han desplegado  su carga  procesal  o habiéndolo hecho no logran demostrar los hechos que  fundan el derecho reclamado.
Considera la Sala que la jornada del actor era de 12 horas, pero las anteriores declaraciones no son tan puntuales como para elevar condena por tiempo suplementario pues no señalan el número exacto de horas extraordinarias diurnas y nocturnas, ni los dominicales y festivos laborados;   la actora debió demostrar en forma exacta las horas extras y los días trabajados en dominicales y festivos por cuanto no es dable al juzgador entrar a hacer cálculos y suposiciones sobre el número probable de días laborados para los efectos de establecer su valor, por otra parte el actor recibió pago por concepto de horas extras (80, 83, 84, 196 a 199, 201, 204, 219, 233, 245, 315 entre otras).
De acuerdo con los principios generales del derecho probatorio contenidos en los arts. 1757 del C.C. y 177 del C.P.C. aplicable por analogía según el Art. 145 del CHP. Y de la S.S., quien pretende el derecho consagrado en un precepto legal, debe demostrar el supuesto de hecho de la norma que lo consagra. El Art. 174 del C.P.C consagra  que toda decisión judicial debe fundarse en las pruebas  regular y oportunamente allegadas  al proceso, y el Art. 187 Ibídem, dispone que las pruebas deben ser apreciadas en conjunto con las reglas de la sana crítica y el juez debe exponer razonadamente  el mérito que le asigne a cada prueba

La Jurisprudencia y la Doctrina  nacional y extranjera consideran la regla de la Carga probatoria como medular del proceso en la medida en que frente a la obligación  que tiene el Juez de dar solución a los conflictos sometidos a su consideración, le sirve de parámetro para conceder o negar las peticiones de las partes en forma especial  en los casos en que ellas no han desplegado  su carga  procesal  o habiéndolo hecho no logran demostrar los hechos que  fundan el derecho reclamado.  Dicha prueba  debe ser plena ya que si amerita  falta de convicción, esa duda no se desatará a favor del trabajador demandante sino del demandado, pues, en materia de pruebas no tiene aplicación la favorabilidad.

Fecha: 25 02 09

Rad. 06 2004 056

Acta 007

Proceso: Ordinario

Pretensión: Reconocimiento y pago de horas extras. 

Decisión de primera instancia: Absuelve a la demandada

Decisión de segunda instancia: Confirma el fallo apelado.

MP. Carlos Alberto Oliver Gale.

Salvamento de Voto: Es imposible exigir que el trabajador pruebe el número exacto de horas laboradas, dado que al juez no le está dado hacer cálculos o aproximaciones según reza la vieja jurisprudencia. No se puede entender al extremo de exigir una prueba diabólica para demostrar horas extras laboradas. Ello equivale a negar de plano el derecho a una correlativa y justa remuneración. 

MD. Fabián Vallejo Cabrera.

=====000=====
TRABAJO NOCTURNO Y SUPLEMENTARIO
Convención Colectiva de Trabajo

Excepción de prescripción

Claro se desprende de las  pruebas que lo que recibió el trabajador correspondió únicamente al recargo establecido convencionalmente en los porcentajes que se dejaron citados  pero se omitió el pago de las horas ordinarias que es lo que efectivamente se reclama en la presente actuación. Por esta razón el reconocimiento por tal concepto se encuentra ajustado a derecho, como también lo están los reajustes de los  conceptos  prestacionales  en la medida en que los valores no pagados por la hora ordinaria repercuten en su monto.

De acuerdo con el parágrafo 3 del artículo 60 de la convención colectiva la jornada mínima que se tiene en cuenta como ordinaria para los trabajadores beneficiarios de la convención colectiva es de 45 horas semanales o lo que es lo mismo, 7.5 horas diarias.

 Antes de procederse a practicar la liquidación correspondiente se hace necesario estudiar la excepción de prescripción formulada oportunamente por la parte demandada. Al respecto encontramos que obra el reclamo administrativo presentado por el demandante mediante apoderado judicial y fechado el 27 de julio de 2004. Esto nos lleva a concluir que la excepción de prescripción tendrá acogida en forma parcial en tanto los derechos causados con anterioridad al 27 de julio de 2001 se encuentran por fuera de los tres años que establece el artículo 151 del CPTSS y por lo tanto se hallan afectados por el referido fenómeno extintivo razón por la cual sólo se reconocerán las horas ordinarias de agosto y septiembre del 2001.

Fecha: 18 03 09

Rad. 08 2005 00027 01

Acta 08

Proceso: Ordinario

Pretensión: Que se reconozca y pague el valor de la hora ordinaria a que tiene derecho por haber trabajado horas extras diurnas y nocturnas en domingos y festivos.

Decisión de primera instancia: Declaró probada la excepción de cobro de lo no debido y absuelve a la demandada.

Decisión de segunda instancia: Revoca declarando probada parcialmente la excepción de prescripción y condena a pagar los reajustes a que tiene derecho el demandante.

MP. Fabián Vallejo Cabrera.

SALA PENAL
BOLETIN 5

2009
ACCESO CARNAL VIOLENTO

Prueba de ADN

Las pruebas de ADN son para confirmar y no para descartar
Igual que el Juez A – quo, la Sala llega al convencimiento más allá de toda duda de la responsabilidad penal de los acusados porque el señalamiento de la víctima es contundente y no deja lugar a dudas, incluso con el resultado de la prueba de cotejo genético pues como lo explicó el médico legista (CD rotulado con fecha octubre 24 de 2007 a partir del minuto 1:08:20 – primera sesión del Juicio Oral), en el acto sexual puede haber penetración y no en todos los casos se encontrará en la mujer material genético del hombre.

Lo anterior es así, según explicó el galeno, porque el semen por sí solo no es material genético, es necesaria la existencia de espermatozoides, los cuales contienen el ADN de la persona aportante pero no siempre se encuentran en el semen porque, entre otras cosas, puede suceder que esa persona aportante no produzca espermatozoides o porque sencillamente no eyacula pero nunca porque no haya habido penetración. 

De manera que lo único que a ciencia cierta indica el resultado del cotejo genético es que no se encontraron espermatozoides del acusado  en la vagina de la víctima pero no que no hubo penetración.

Además, adviértase que este cotejo sólo se hizo a partir de las células espermáticas pues no se pudieron usar para los mismos fines las células epiteliales que también se extrajeron de la muestra de la víctima y de las cuales también se puede extraer material genético porque eran insuficientes para el estudio, tal como lo explicó la médico forense.

Fecha: 27 02 09

Rad.01 2007 0156(27 02 09)

Acta 008

Conducta punible: Acceso carnal violento

Sentencia de primera instancia: Condena a los acusados

Sentencia de segunda instancia: Confirma

MP. Juan Manuel Tello Sánchez

===== 0 0 0 0 =====

ACCION DE TUTELA

Debido proceso,igualdad y favorabilidad

Acción de tutela contra providencia judicial

Dosificación de la pena

Condenado reparó los perjuicios y los daños ocasionados a la víctima y el juez concedió la rebaja de la mitad de la pena y no las tres cuartas partes como lo señala la norma por favorabilidad.

la Sala advierte que el Juez incurrió en una vía de hecho por error procedimental, en la medida en que en la individualización de la pena desconoció los parámetros establecidos en las normas sustancias y adjetivas, lo que hace viable garantizar el debido proceso.

Al revisar la sentencia cuestionada, con relación a la dosificación de la pena, observa la Sala que se aplicó inadecuadamente la circunstancia post-delictual de la Reparación de que trata el artículo 269 del Código Penal, por cuanto la rebaja por este concepto afectó los cuartos punitivos. Además, calculó la disminución en una proporción en extremo equivocada, lo que conllevó a la imposición de una pena por fuera de los medidas legales y muy por encima de la que realmente merecía el procesado.
Entonces, al no existir otro medio ordinario judicial que permita obtener la corrección de la pena, le corresponde al Juez constitucional, en garantía del debido proceso y de la legalidad de la pena, entrar a subsanar el mencionado error.
Fecha: 09 03 09

Rad. 00 2009 00112 00

Acta 35

Conducta punible: Hurto calificado agravado y porte ilegal de armas.

Proceso: Acción de tutela

Problema Jurídico: Procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales.

Decisión de la Sala: Tutelar los derechos fundamentales del debido proceso, favorabilidad y legalidad de la pena.

MP. Ana Julieta Argüelles Daraviña
===== 0 0 0 0 ====
CONFLICTO DE COMPETENCIA NEGATIVO
Entre juzgado civil del circuito y juzgado laboral.
Ordinario de responsabilidad civil extracontractual

Falla del servicio médico y hospitalario.

Todo lo relacionado con la Seguridad Social Integral es de competencia de la jurisdicción Laboral  incluido el tema de la responsabilidad por la falla en la prestación del servicio médico.
 Proceso de responsabilidad civil extracontractual por falla en el servicio médico y hospitalario ajeno al contrato del sistema integral de salud.
Iterando que la competencia para dirimir el presente conflicto es de los jueces laborales pues son ellos los que conocen de las controversias atinentes al sistema se seguridad Social integral, en el presente evento al momento de haberse corrido el traslado de la demanda, no se hizo por la parte demandada, niega una obligación, proponiendo la excepción previa de falta de competencia conforme a los artículos 97-2 C.P.P.  Tal omisión de la parte demandada así como del Juez Civil del Circuito, quien asumió o avocó el conocimiento permitió el surgimiento del fenómeno del saneamiento de la nulidad.

De igual forma considera esta Sala que si el concepto del Juzgado Séptimo civil del Circuito era su incompetencia, lo debía haber manifestado desde el mismo momento en que avocó el conocimiento del proceso y ahí remitirlo al juez laboral, situación que no sucedió. Igualmente se itera que el factor competencia no fue objeto de debate en las excepciones previas, por ende se entiende prorrogada la misma y radicada en el funcionario que avocó y dio traslado a la presente demanda. La anterior argumentación tiene su fundamento en el principio de perpetuatio jurisdictionis el cual señala que la competencia no puede ser alterada ni en primera ni en segunda instancia, dado que si ello ocurriera se afectarían gravemente la buena marcha de la administración de justicia, además de la inseguridad jurídica que ello ocasionaría atendiendo automáticamente el cambio de jurisprudencia, tal aspecto es inesperado puesto que se dejaría nula una actuación procesal adelantada desde hace cuatro años, actuación que han aceptado como efectuada dentro de los cánones legales las partes. 
Además, nótese como tales hechos han dado lugar a variadas interpretaciones, lógicamente  apoyadas en las normas y la Jurisprudencia, en este caso la Sala estima, conforme a los principios de saneamiento de las nulidades, de perpetuatio Jurisdictionis y el propósito de garantizar  el acceso a la administración de Justicia para la solución de conflicto, máxime que se trata de proceso de responsabilidad civil extracontractual ajeno al contrato del sistema integral de salud; lo que permite concluir que este proceso debe continuar conociéndolo el Juez Civil del Circuito. 

Fecha: 04 03 09

Rad. 00 2009 0006 00

Acta 036

Proceso: Conflicto de competencia negativo

Decisión: Dirime el conflicto asignándole el proceso al juez civil del circuito.

MP. Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear.

===== 0 0 0 =====
HABEAS CORPUS

Suspensión de términos judiciales.

Cierre de despachos judiciales por atentado terrorista.

En este caso, la audiencia de acusación no se pudo efectuar por el atentado terrorista ocasionado el primero de septiembre de 2008 que causó daños considerables en las instalaciones del Palacio de Justicia, lo que obligó al Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca  por medio de acuerdos al cierre de los despachos judiciales, por lo que os términos judiciales se encontraban suspendidos, suspensión soportada en medidas razonables, medidas tomadas atendiendo a que tanto los Juzgados de ejecución de penas y medidas de seguridad, como los Juzgados penales del Circuito fueron trasladados al Edificio Entreceibas estando en proceso de organización para entrar a su normal funcionamiento, situación que ha imposibilitado la prestación del servicio público de administración de justicia, razón por la cual se hizo imperioso prorrogar el citado cierre, conforme a los acuerdos ya aludidos.  

De igual forma, recuérdese que la acción constitucional de Habeas Corpus no puede adelantarse como una tercera instancia pasando por alto los mecanismos que existen al interior del proceso, ya que dicha acción es especial para proteger la libertad cuando no existan otros medios al interior del proceso penal, además luce nítido que en este caso concreto y una vez se impone la medida de aseguramiento todas las solicitudes que tengan relación con la libertad del imputado deben presentarse al interior del mismo, salvo que se presente una vía de hecho
 por parte del Juez de control de garantías, situación que no se observa en el caso de autos, ya que ni siquiera se ha efectuado la petición de libertad ante este Juez por vencimiento de términos, teniendo la facultad para hacerlo pues tales Despachos vienen prestando el servicio de manera ininterrumpida, además debe recordarse que de acuerdo al Art. 318 de la Ley 906 de 2004,  la medida de aseguramiento tendrá vigencia durante toda la actuación y cualquiera de las partes podrá solicitar la revocatoria o sustitución ante el juez de control de garantías.
Fecha: 19 02 09

Rad.03 2009 00009 01 

Proceso: Habeas Corpus

Conducta punible: Acceso carnal abusivo con menor de catorce años

Problema jurídico: Los términos se contabilizan en forma ininterrumpida.

Decisión de primera instancia: Niega la libertad porque los términos estuvieron suspendidos por una cuestión de fuerza mayor.

Decisión de segunda instancia: Confirma  
MP. Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear
===== 0 0 0 0 =====
IMPEDIMENTOS Y RECUSACIONES

Quien decide es el superior jerárquico

Juez penal con funciones de conocimiento carece de competencia para resolver recusación contra fiscal.

Si la recusación se plantea en contra del Fiscal, no es al juez ante quien se debe deprecar la recusación sino ante su superior jerárquico quien tenga las facultades de removerlo del conocimiento de tales diligencias, como así lo ordena en concreto el artículo 63 y 294 Ley 906 de 2004. 

Mal hizo la defensa en plantearlo como petitum al funcionario de conocimiento e igualmente mal hizo el funcionario en ingresar en el análisis respecto de las circunstancias que han tenido lugar en la actuación para darles connotación de razonables, en concepto de la Sala debía confirmar con el decurso procesal y hacerle la observación a la defensa en lo atingente al trámite a realizar para obtener el remplazo del agente fiscal si a ello hubiere lugar conforme a derecho. 

 De lo anterior se concluye que si la solicitud de la defensa estaba orientada a que la Juez  Penal del Circuito con funciones de conocimiento declarara que la Fiscal  Seccional se hallaba impedida para formular la acusación, tal pretensión está fuera de lugar y así debió declararlo la Juez. 
En ese sentido si la defensa del procesado hubiera manifestado la recusación contra la Fiscal  Seccional es natural que la Juez  Penal del Circuito con funciones de conocimiento carece de competencia para resolver sobre el particular pues tal conflicto jurídico, se itera, debe ser resuelto por el superior funcional del Fiscal según las previsiones del Art. 63 ibídem.
Fecha: 10 02 09

Rad. 03 2008 04521

Acta 008

Conducta punible: Tráfico y porte de estupefacientes.

Problema jurídico: Impedimento solicitado  por la defensa contra fiscal asignado por no haber presentado el escrito de acusación dentro del término del art. 175 de la Ley 906 de 2004.

Decisión de primera instancia: No declaró el impedimento.

Decisión de segunda instancia: Abstiene de resolver el recurso de apelación presentado por la defensa.

MP Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear.
===== 0 0 0 0 =====

LAVADO DE ACTIVOS

Petición de nulidad

Violación del principio del bis in idem

(Prohibición de doble incriminación)

No es trascendental que dos investigaciones hayan tenido orígen en el mismo gran radicado, como tampoco que involucren la misma cuenta bancaria, siempre que en cada investigación no se vayan a valorar documentos que infieren conductas, causas, objetos y sujetos idénticos. 
En este proceso, La Sala Penal  aclara que el impugnante no ha señalado ni siquiera a manera de controversia qué sumas de dinero o movimientos bancarios están siendo doblemente juzgado en estas resmadas, lo que es suficiente para despachar negativamente su pretensión, no sin antes precisar que tal como lo expresa el mismo opugnante el proceso que se sigue en la ciudad de Santa Martha no tiene sentencia condenatoria aun, y este sí, luego con las decisiones que se han tomado en este radicado no se estaría vulnerando el principio de la doble incriminación, si se acredita debidamente que se han considerado para efectos del procesamiento los mismos movimientos financieros.
En sentido inverso sì estaría claro que se violaría el principio del ne bis in ídem pues habiendo sentencias en este radicado no se podría dictar fallo de fondo en el otro proceso que cursa en la judicatura de Santa Marta.
Fecha: 12 03 09

Rad. 03E 2005 00077 01

Acta 031

Conducta punible: Lavado de activos

Decisión de primera instancia: Condenó al procesado.

Decisión de segunda instancia: Confirma

MP Orlando Echeverri Salazar
===== 0 0 0 0 =====
NULIDAD

Prisión domiciliaria. Revocatoria

Violación del derecho de defensa y debido proceso

La revocatoria de los mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad y la prisión domiciliaria no opera ipso facto.
Omisión en que incurrió el funcionario al no haber dado el trámite consagrado en el artículo 477 de la Ley 906 de 2004
Una vez se evidencia el incumplimiento de alguna de las obligaciones impuestas, previo a la revocatoria de los mecanismos sustitutivos de la  pena privativa de la libertad y la prisión domiciliaria, debe agotarse el trámite previsto en el artículo 477, para garantizar el derecho de defensa, es decir, que el condenado rinda sus descargos con respecto al incumplimiento de sus obligaciones. 

Al haberse transgredido las formas propias del procedimiento judicial, se decretará la nulidad de la actuación, no sólo por no haberse notificado la providencia que revocó el sustituto de la prisión domiciliaria, sino por haberse pretermitido el trámite del artículo 477 de la Ley 906 de 2004. 

Fecha: 26 02 09

Rad. 01EP 2006 11772 01

Acta 042

Conducta punible: Homicidio simple

Problema jurídico: Revocatoria del sustituto de la prisión domiciliaria.

Decisión de primera instancia: Denegó la nulidad 

Decisión de segunda instancia: Revoca y decreta lal nulidad de la actuación 

MP. Roberto Felipe Muñoz Ortiz.
===== 0 0 0 0 =====
NULIDAD

Ilegalidad en la captura

Violación del derecho de defensa o del debido proceso.

Así la captura o su procedimiento de legalización sea ilegal o ilícito, ello no afecta la estructura del proceso
Para la Sala Penal la audiencia de formulación de acusación no es el escenario propicio para demandar la “nulidad” de la actuación por irregularidades acaecidas en la audiencia de legalización de captura, pues debió ser en aquella donde tuvieron que hacer gala de su conocimiento, experiencia y diligencia para solicitar la ilegalidad de la captura.

En la Ley 906 de 2004 se dice que hay proceso o integración del contradictorio a partir de la audiencia de formulación de imputación, luego de lo cual lo que procede es la aplicación del principio de oportunidad, solicitar preclusión o presentar el escrito de acusación, como actos procesales  previos a la iniciación de la etapa del juicio, por lo tanto, es totalmente desatinado solicitar la nulidad de la audiencia de legalización de captura en la audiencia de formulación de acusación, cuando ello no tiene ninguna incidencia en la estructura del proceso. 

De antaño se tiene establecido que la ilegalidad de la captura no vicia la actuación, pues la única sanción para el aparato jurisdiccional sería la libertad de la persona capturada. En suma, alegar una nulidad en la audiencia de formulación de acusación por supuestas irregularidades en la audiencia de legalización de captura, no es mas que una petición de libertad. 

Y olvidan los recurrentes que el Juez de Conocimiento sólo adquiere competencia para ordenar la libertad, cuando anuncia el sentido del fallo, excepto cuando como consecuencia de una nulidad (no la alegada por los impugnantes), se restablezca ese derecho fundamental; lo anterior, con fundamento en el numeral 8º del artículo 154 de la L. 906 de 2004 (modificado por el artículo 12 de la Ley 1142 de 2007), que prescribe: “Se tramitará en audiencia preliminar: … (…)…  8. Las peticiones de libertad que se presenten con anterioridad al anuncio del sentido del fallo.” Y, quienes celebran las audiencias preliminares son los jueces de control de garantías, así de simple. 

De otro lado, así la captura o su procedimiento de legalización sea ilegal o ilícito, ello no afecta la estructura del proceso que conduzca a adoptar una medida de ultima ratio como es la nulidad; tema que ha sido bastante trillado por la jurisprudencia.

Fecha: 13 02 09

Rad. 1E 2008 97253

Acta 034

Conducta punible: Homicidio agravado en desarrollo de actividades delictivas terroristas; tentativa de homicidio en desarrollo de actividades delictivas terroristas; fabricación, tráfico y porte ilegal de armas y municiones de uso privativo de las Fuerzas Armadas.

Problema Jurídico: Determinar si la audiencia de formulación de acusación es el acto procesal donde se deben solicitar las nulidades, por supuestas irregularidades en la audiencia de legalización de captura. 

Decisión de primera instancia: Resolvió que no se ha incurrido en irregularidad.

Decisión de segunda instancia: Confirma

MP. Roberto Felipe Muñoz Ortiz.
===== 0 0 0 0 =====
PREACUERDO

Mínimo de prueba

El hecho de aprobar un preacuerdo con la sola manifestación de culpabilidad del procesado, sin mediar ningún tipo de prueba no sólo es irresponsable sino violatorio del debido proceso y derecho de defensa. 

La aceptación de  cargos por iniciativa propia o por acuerdo con la Fiscalía se debe encontrar sustentada en un mínimo de prueba que permita concluir razonablemente que la conducta es típica.
Así las cosas, le asiste razón al A quo cuando decidió improbar el preacuerdo en virtud a que la Fiscalía solamente se limitó a indicar que el mínimo de prueba estaba representado en una entrevista realizada al propio imputado, nos preguntamos, qué pasó con los protocolos de necropsia, diligencias de levantamiento, reconocimientos médicos legales de lesiones no fatales, informes de inteligencia a través de los cuales se llegó a la captura del sindicado, en fin, todo el material probatorio que permite asentir la aceptación de responsabilidad y la existencia de la conducta punible. 

No podemos olvidar que el imperativo de motivar las determinaciones judiciales no se cumple, sin más, con la simple y llana expresión de lo decidido por el funcionario judicial, en cuanto es preciso que manifieste en forma clara, expresa, indudable y no anfibológica su argumentación, con soporte en las pruebas y en los preceptos aplicados en cada asunto, pues no de otra manera se garantizan los derechos de los sujetos procesales, amén de que se hace efectivo el principio de imperio de la ley, esto es, de sometimiento de los jueces al ordenamiento jurídico.
El hecho de aprobar un preacuerdo con la sola manifestación de culpabilidad del procesado, sin mediar ningún tipo de “prueba” (como la denomina el Código), no sólo es irresponsable sino violatorio del debido proceso y derecho de defensa, pues acolitar ese tipo de situaciones, no permitiría cumplir un orden justo y legal, conforme a los cánones constitucionales y legales, entre los que se exige la debida motivación de las sentencias judiciales, obviamente soportadas en las pruebas que demuestran la certeza de la conducta punible y la responsabilidad del enjuiciado.
Fecha: 02 03 09

Rad. 01E 2008 97253

Acta 047

Conducta punible: Homicidio agravado en desarrollo de actividades delictivas terroristas; tentativa de homicidio en desarrollo de actividades delictivas terroristas y fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso privativo de las Fuerzas Armadas.

Problema jurídico: Establecer si al celebrarse un preacuerdo entre la Fiscalía y el imputado, donde éste acepta su responsabilidad en los hechos que se le endilgan, el Ente persecutor debe presentarle al juez de conocimiento los elementos probatorios y evidencia física o información legalmente obtenida, que permita inferir la autoría o participación en la conducta punible y su tipicidad.

Decisión de primera instancia: Rechazó el preacuerdo celebrado.

Decisión de segunda instancia: Confirma

MP. Roberto Felipe Muñoz Ortiz. 

===== 0 0 0 0 =====

PRESUNCION DE INOCENCIA
Las suposiciones y las sospechas nunca pueden ser fundamento para la emisión de una sentencia condenatoria.
Antijuricidad de la conducta.
Para la Colegiatura está acreditada, tanto la antijuricidad formal como la material, ante lo cual no le asiste razón al a quo, ya que de acuerdo a lo analizado, el hecho resulta perjudicial para el bien jurídicamente tutelado, debido a que se encuentra plenamente probado que en la librería se vendió un ejemplar reproducido de manera ilegal del libro escrito por la religiosa, con lo que se consuma la antijuricidad formal, y que dicho almacenamiento y posterior venta de ese ejemplar lesionó los derechos patrimoniales de la autora de esta obra, que no obtuvo ninguna ganancia de esa transación. 
Se tiene establecido doctrinariamente que es deber político del Estado proteger la presunción de inocencia del ciudadano, la cual está reconocida por nuestra Corte Constitucional en múltiples fallos y prohijada por los tratados internacionales, sin que pueda ser desvirtuada por simples sindicaciones, pues se requiere la certeza como grado de conocimiento para condenar.

En el caso en estudio, la Sala Penal del Tribunal Superior de Cali considera que no hay suficiente prueba para llegar a la certeza requerida por la ley para desvirtuar la presunción de inocencia que le asiste al procesado. Son muchas las dudas que afloran en el proceso en cuanto si realmente el acusado es el responsable del ilícito atentatorio contra los derechos patrimoniales de autor.

Fecha: 13 03 09
Rad. 02 2006 00086

Acta 058

Conducta punible: Defraudación de los derechos patrimoniales de autor.

Decisión de primera instancia. Absolvió al acusado.

Decisión de segunda instancia: Confirma pero no por ausencia de antijuricidad sino por duda a favor del procesado.

MP. Roberto Felipe Muñoz Ortiz.

Salvamento de Voto:  No puede desconocerse que en la librería se conocía de antemano la obra porque entre las partes, hubo relaciones de carácter comercial respecto a ella. Era fácil distinguir entre la obra original y la copia teniéndolas al frente, porque hasta el color de la pasta era diferente. No se necesitaba prueba de que la librería estaba reproduciendo un libro para su venta pues la conducta endilgada corresponde al verbo “vender”. El MD considera que se debió revocar la sentencia de primera instancia y en su lugar proferir sentencia condenatoria pues había suficiente prueba para hacerlo.
MD. Juan Manuel Tello Sánchez. 
===== 0 0 0 0 =====

PECULADO POR APROPACION

La prueba de coartada debe ser firme y definitiva, y si se basa en declaraciones, estas deben ser claras, expresas y concordantes entre si.

La contundencia probatoria exigida jurisprudencial para establecer la “cuartada”  no se dio en el presente caso, pues los testimonios recepcionados en la diligencia de Inspección Judicial, son disímiles o discordantes entre si, y, además ninguno recuerda a ciencia cierta si en el mes de diciembre de 1995, el cuarto frio sufrió algún tipo de avería y quien la reparó, y mucho menos con que dineros se canceló la presunta reparación, y en contraposición con estos testimonios, debemos referirnos a la declaración rendida por el testigo, en la cual manifiesta que recuerda que el cuarto frio se daño en diciembre del 95 o 96, sin tener certeza real del año,  y que  la procesada, realizó las gestiones tendientes a que este fuere reparado pues había mercado adquirido recientemente y si no se congelaba se dañaba, pero  no recuerda quien efectuó la reparación, así como tampoco puede decir de donde salió el dinero, solo sabe que fue en efectivo. De lo narrado por el declarante se tiene que este, no proporciona certeza de la fecha en que se dio la avería del cuarto frio, y que tampoco tiene conocimiento acerca de la procedencia del dinero con el cual se canceló la reparación, razón por la cual  tampoco aporta mayor sustento probatorio a la versión sostenida por la procesada y en ese entonces Subgerente Administrativa.

Si consideramos que en las instituciones estatales la compra  y utilización del dinero, debe ser realizada en cumplimiento de una serie de procedimientos y requisitos legales, los cuales no pueden ser birlados por los funcionarios que tengan dentro de sus funciones la administración de dichos recursos, y el no haber cumplido este procedimiento en este caso, o al menos legalizarlo conforme a lo que presuntamente se adquirió y utilizó a favor y en beneficio de la  misma institución, hace que la versión sostenida por la encartada no tenga credibilidad, más cuando no es soportada por prueba alguna, en el sentido de aportar a contabilidad los soportes documentales del gasto que se hubiere efectuado a favor del Hospital. 
Fecha: 10 03 09
Rad. 01 2003 00356 01

Acta 043

Conducta punible: Peculado por apropiación y Falsedad ideológica en documento público.

Problema jurídico: Prueba que conduzca a la certeza del hecho punible . 

Decisión de primera instancia: Condenó a los procesados.

Decisión de segunda instancia: Confirma

MP. Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear
===== 0 0 0 0 =====
PRISION DOMICILIARIA

Favorabilidad

Padre cabeza de familia
Antecedentes penales.
Las exigencias que demanda la Ley 906 en punto al instituto jurídico bajo examen son significativamente reducidas y abiertamente ventajosas, como que basta demostrar la calidad de cabeza de familia respecto de hijo menor o que sufra incapacidad permanente, y además, que ese menor (a quien la ley pretende proteger) haya estado bajo su cuidado. Como se ve, la aplicación del sustituto hoy en día no está limitada -por lo menos desde la visión de esa norma y para la época en que se cometió la infracción- por la naturaleza del delito, así como tampoco supeditada a la carencia de antecedentes penales y mucho menos a la valoración de componente subjetivo alguno, dada la simplicidad que ofrece la construcción legislativa del dispositivo

Como podemos apreciar el criterio jurisprudencial deja de lado el aspecto antecedentes penales y la valoración del aspecto subjetivo, así entonces en el caso que nos ocupa una vez analizado el anterior pronunciamiento jurisprudencial considera la Sala viable su aplicación por favorabilidad y en consecuencia se anuncia que el procesado cumple con la condición de padre cabeza de familia de su hijo menor de edad puesto que convive con él, además  se encuentra demostrado que el menor estuvo y estará bajo su cuidado, criterios más que suficientes para conceder la prisión intramural. Aunado a lo anterior la Sala también estudia los documentos aportados por el sentenciado, los cuales dan cuenta de su buen comportamiento y el arraigo social que tiene en el barrio Salomia de esta ciudad  y lugar donde ha vivido hace seis (6) años, documentos que informan que actualmente labora como mensajero en una empresa de la ciudad, circunstancias que esta Corporación no puede pasar desapercibido, hecho que muestra que aunque haya infringido una norma penal, puede ser un hombre útil a la sociedad. 
Así mismo estima la Sala que para efectos de la crianza y manutención no es igual la presencia de la abuela que la de su propio padre, ya que este cuando cumple a cabalidad con sus deberes garantiza en lo que le corresponde los derechos fundamentales del menor, los que prevalecen conforme al Art. 44 de la Constitución Política. 

Fecha: 04 03 09

Rad. 03 2007 03598

Acta 031

Conducta punible: Fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones.

Problema jurídico: Prisión domiciliaria. Antecedentes penales.Favorabilidad.

Decisión de primera instancia: Condenó al procesado negando entre otros, la prisión domiciliaria.

Decisión de segunda instancia: Confirma y revoca el numeral referente a la prisión domiciliaria para en su lugar concederla.

M.P. Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear

===== 0 0 0 0 =====
PRUEBA
Policía judicial

Valoración probatoria acerca de los informes de policía judicial

Aunque en ningún caso los informes de policía judicial tendrán valor probatorio,  el funcionario judicial competente puede a partir de un informe de policía judicial, producir dentro del proceso prueba para establecer la realidad y veracidad de los hechos.

En el caso a estudio el informe de policía judicial sirvió para que el ente investigador tuviera conocimiento de  lo que permitió el inicio y desarrollo del proceso y recopilación de la prueba que tuvo la claridad, veracidad y precisión tal que ella fue suficiente para ubicar identificar individualizar y posterior captura del hoy condenado, sin que se pudiera advertir en dichas versiones un interés malsano en involucrar al acusado no obstante se haya decidido no responder mas a posteriores indagaciones, la información entregada hasta ese momento fue valiosa y creíble, tanto así que:  
 La descripción del personaje suministrada por el informante coincide grandemente con la suministrada en el informe de inteligencia presentado, al igual que la que fue descrita en el acta de indagatoria rendida por el acusado.

 La información indicando que su localización se podía obtener más fácil en la residencia de su madre, aportando las indicaciones de la dirección en la cual residía ésta, lo que permitió a las autoridades identificar e individualizar al procesado, para luego proceder a su captura.

 El hecho de pretender confundir a las autoridades identificándose con un nombre supuesto, sin que la esculpativa presentada, que alguien le dijo en la SIJIN que lo querían desaparecer, no es aceptable, si como él mismo lo afirmó no tiene ninguna relación ni conocimiento de los hechos por los cuales fue detenido.  

 Su silencio al momento en el cual se le enseñó la fotografía en la cual aparece vestido con prendas militares. Esa evidencia fotográfica que lo deja sin capacidad de respuesta al momento de tenerla ante sus ojos, lo cual lo deja en evidencia pues no se esperaba que se tuviera dicha información aunque posteriormente haya argumentado fue un montaje de la SIJIN desdice grandemente de la veracidad de su versión de ser un simple obrero de la construcción.
 Como se pudo establecer en el paginario esta información no solo sirvió para el caso puntual del procesado, sino para que otros miembros que hacían parte de la célula subversiva urbana denominada Manuel Cepeda Vargas pudieran ser identificados y posteriormente judicializados; esto reitera la veracidad de la misma, lo que hace inocua la afirmación del apelante de ser un testimonio temerario que carece de peso por no haber sido posible la contradicción del mismo en la audiencia publica. 
Fecha: 18 02 09

Rad. 01E 2007 00017 01

Acta 019

Conducta punible: Rebelión

Decisión de primera instancia: Condenó al procesado.

Decisión de segunda instancia: Confirma

MP. Orlando Echeverri Salazar.

===== 0 0 0 0 =====
PRUEBA INDICIARIA
Testimonio

Juzgador puede desestimar de un testimonio todo aquello que no le dé certeza de lo que en el proceso se pretende probar

En este proceso, es aceptable tomar porciones del testimonio del declarante   y desechar lo demás. Pues esta Corporación encuentra coherente su discurso en los apartes que se analiza, y lo más importante, corresponde su relato a datos objetivos comprobables, lo que no sucede con la manifestación de la indagada y todo esto, como lo ha dicho la Corte en la jurisprudencia citada, dentro de un proceso apreciativo que se hace al tamiz de los postulados lógicos, científicos, de la experiencia y el sentido común, permiten a la Sala hablar de certeza sobre la existencia de la conducta delictiva y sobre la responsabilidad de la procesada  como autora responsable de la conducta de SECUESTRO AGRAVADO, desechando la duda que plantea la defensora en el recurso de alzada. 
Fecha: 17 03 09

Rad. 03E 2003 00798 01 

Acta 050

Conducta punible: Secuestro agravado. Coautoría.

Decisión de primera instancia: Profirió sentencia condenatoria

Decisión de segunda instancia: Confirma

MP. Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear
===== 0 0 0 0 =====

REPARACION


Rebaja por indemnización integral
Dosificación de la pena.

Aplicación del extremo más benéfico de la norma
La reparación es un mecanismo de reducción de pena y no una atenuante de responsabilidad pues no se deriva de una circunstancia relacionada con la conducta punible, sólo es una actitud posterior al delito que afecta a la pena una vez individualizada y que debe reconocerse de manera discrecional.
Es lo acontecido en este evento, cuando el mismo ente acusador y el apoderado de las víctimas, certifican la indemnización integral a estas últimas, no se puede hacer de lado ese acto, ya que se haría caso omiso de uno de los objetivos del proceso, en este caso, vemos que no se desconoció por parte de la falladora, el beneficio que adquirieron los enjuiciados al reparar el daño causado, pues efectivamente concedió una rebaja de la mitad de la pena por la indemnización, sin embargo consideramos que es posible la aplicación del extremo más benéfico de la norma y en este sentido, realizar la redosificación disminuyendo la pena en esa proporción.La Sala ha venido señalando que si el acusado ha demostrado y edificado el acto reparador, luego, entonces, la aplicación del artículo 269 del Código Penal, es un beneficio que debe concederse y, en consecuencia, tener en cuenta dicha diminuente para efectos de medir e imponer la sanción.

Obsérvese, que en la dosificación realizada por la juez con ocasión del delito de HURTO CALIFICADO AGRAVADO,  partió de la sanción mínima doce (12) años, la que aumentó en un (1) año en razón al concurso con el punible de porte ilegal de armas de uso privativo de la fuerza pública para quedar en trece (13) años. Después teniendo en cuenta que no se había realizado la audiencia de formulación de acusación se les concedió una rebaja de 1/3 parte, por el acuerdo, quedando la sanción a imponer en ciento cuatro (104) meses de prisión. Después en aplicación del Art. 269 del CP, se obtuvo una rebaja de pena en la mitad obteniendo una pena de cincuenta y dos (52) meses de prisión.

La Sala estima necesario precisar que dicha rebaja de pena prevista en el artículo 269 del C. Penal, debe hacerse pero respecto del punible en que dicha indemnización ocurra, en este caso del punible de HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO, pero nunca de la pena a imponer por el delito de porte ilegal de armas, por tanto erró la A-Quo en hacer la rebaja aunque en el monto de la mitad, respecto de la pena a imponer por ambos punibles.
Fecha: 21 01 09

Rad. 01E 2008 02376

Acta 001

Conducta punible: Hurto calificado agravado y Fabricación, tráfico y porte de armas de uso privativo de las Fuerzas Armadas.

Problema jurídico: Rebaja por indemnización integral.

Decisión de primera instancia: Otorgó una rebaja del 50% quedando la condena en  siete años de prisión 
Decisión de segunda instancia: Confirma modificando la pena a 32 meses de prisión. 

MP. Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear.
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